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LEY
3/2007, del 4 de julio, de la obra pública.

EL PRESIDENTE  
DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el 
Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que esta-
blece el artículo 65 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente

LEY

Preámbulo

I

El Parlamento, mediante las resoluciones 
195/VII y 257/VII, instó al Gobierno a elaborar 
una ley reguladora de la obra pública en Cataluña 
que incorporara, en el ámbito de las competen-
cias de la Generalidad, unas normas que posi-
bilitaran completar los requisitos y establecer 
otros en relación con las distintas fases de las 
qdtcu"r¿dnkecu."fgufg"uw"rncpkÝecek„p"jcuvc"uw"
total ejecución, más allá de lo establecido por 
la normativa básica del Estado en materia de 
contratación pública y la normativa sectorial de 
aplicación a los distintos tipos de obras.

Por otra parte, cabe destacar que, en el actual 
contexto económico y social, la calidad de la obra 
pública se convierte en un factor esencial para 
la competitividad económica, la sostenibilidad 
codkgpvcn."nc"gÝekgpekc"hwpekqpcn"{"nc"eqjguk„p"
social. Ello requiere una actuación decidida 
de los poderes públicos para la articulación de 
mecanismos que permitan compatibilizar las 
pgeguctkcu"egngtkfcf"{"gÝekgpekc"gp"nc"glgewek„p"
de las obras con los objetivos de programación 
{"rncpkÝecek„p."tgxcnqtk¦cek„p"fg"nqu"rtq{gevqu."
participación de los ciudadanos en los procesos 
de proyección y ejecución y, en general, con 
todo aquello que asegure más transparencia en 
la actuación de la Administración.

Asimismo, es preciso asegurar que el modelo 
de contratación de obra pública garantice la libre 
eqpewttgpekc"{"nc"gÝekgpvg"wvknk¦cek„p"fg"nqu"
hqpfqu"r¿dnkequ."nc"gÝecekc"gp"nc"iguvk„p"fg"nc"
prevención de riesgos laborales y una adecuada 
sostenibilidad social.

En consecuencia, la presente ley da cumpli-
miento a las resoluciones del Parlamento y no 
pretende regular de forma omnicomprensiva 
y exhaustiva la obra pública en Cataluña, sino 
incrementar los requisitos establecidos por la 
normativa vigente y que se aplican en la gestión 
de la obra pública.

Adicionalmente, la presente Ley tiene también 
en cuenta el Acuerdo estratégico para la inter-
nacionalización, la calidad de la ocupación y la 
eqorgvkvkxkfcf"fg"nc"geqpqo‡c"ecvcncpc."Ýtocfq"
el 17 de febrero de 2004, que incluye, entre otras 
medidas, la mejora en las infraestructuras de 
transporte y movilidad y en las infraestructuras 
y la política de telecomunicaciones.

II

El presente texto legal se estructura en seis 
capítulos. El capítulo I, de disposiciones gene-
tcngu."guvcdngeg"gn"qdlgvq"fg"nc"Ng{."nc"fgÝpkek„p"
de obra pública, su ámbito de aplicación y los 
principios generales a los que deben sujetarse 

la planificación, programación, proyección, 
contratación, dirección, ejecución y control de la 
obra pública. El objeto de la Ley y los principios 
generales que se establecen en la misma están 
íntimamente relacionados, en la medida en que 
los requisitos y procedimientos que determina 
vkgpgp"eqoq"Ýpcnkfcf"cugiwtct"gn"ewornkokgpvq"
de los principios generales. A partir de estos prin-
cipios, la Ley complementa lo establecido por la 
legislación sectorial de aplicación a cada tipo de 
obra, e incorpora requisitos de calidad superior, 
ugiwtkfcf."gÝekgpekc"{"rctvkekrcek„p0

La Ley se aplica a las obras públicas de compe-
tencia de la Generalidad y de las entidades loca-
les de Cataluña o que corresponden a alguno de 
sus organismos, entidades o empresas públicas 
dependientes o a los consorcios en que puedan 
participar mayoritariamente. No obstante, el 
régimen jurídico que se establece es distinto, 
fundamentalmente en cuanto a la planifica-
ción, programación, tramitación y aprobación 
de los estudios informativos o anteproyectos y 
de los proyectos. Es obra pública, a efectos de 
la presente ley, el resultado de un conjunto de 
trabajos de ingeniería civil destinado a cumplir 
una función económica o técnica, que tiene por 
objeto un bien inmueble, tanto si se trata de 
obras de nueva planta como de transformación, 
restauración o reforma. Este concepto se ajusta 
a lo establecido por las directivas comunitarias 
en la materia.

Los principios generales a los que deben some-
vgtug"nc"rncpkÝecek„p."rtqitcocek„p."rtq{geek„p."
contratación, dirección, ejecución y control de 
la obra pública son los de idoneidad de la obra a 
nqu"Ýpgu"r¿dnkequ"swg"fgdg"ugtxkt"Îpgegukfcfgu"
sociales, económicas y técnicas, de desarro-
llo económico y de equilibrio territorial, entre 
otras–; adecuación de las opciones elegidas a las 
características del lugar y de idoneidad de los 
métodos constructivos; calidad de los proyec-
tos, los materiales y la obra; seguridad de las 
rgtuqpcu="gÝekgpekc"fg"nqu"tgewtuqu"{"ogfkqu"gp"
relación con los resultados; cumplimiento de la 
legislación social; participación de las personas 
afectadas, las entidades y las administraciones 
kpvgtgucfcu"gp"nc"rncpkÝecek„p."rtqitcocek„p"{"
proyección de la obra; información a las personas 
afectadas y las entidades interesadas sobre la 
ejecución de las obras y su desarrollo; publicidad 
de los planes, programas y proyectos de obras; 
transparencia y publicidad en el proceso de con-
tratación e información de las adjudicaciones 
de los contratos; sostenibilidad y protección 
del medio ambiente, con una especial conside-
ración de los efectos de la obra en el medio y de 
las futuras necesidades de mantenimiento del 
equipamiento o infraestructura; celeridad en la 
vtcokvcek„p"fg"nqu"rtqegfkokgpvqu."{"gÝecekc"gp"
la ejecución de la obra.

Guvg"ecr‡vwnq"Ýpcnk¦c"eqp"ncu"fgÝpkekqpgu"fg"
los agentes que intervienen en la obra: el pro-
motor, el gestor, el proyectista o la proyectista, 
el director o directora de la obra, la empresa 
constructora, así como los coordinadores de 
seguridad y salud en el trabajo, el delegado o 
fgngicfc"fg"nc"qdtc."ncu"qÝekpcu"q"wpkfcfgu"fg"
supervisión de proyectos, los laboratorios de con-
trol de calidad y el resto de agentes establecidos, 
si procede, por la legislación de aplicación.

Dicha relación no pretende ser exhaustiva de 
todas las personas que intervienen en el pro-

ceso de construcción de una obra, sino de las 
que, por el contenido de la presente ley, pueden 
considerarse más relevantes. No obstante, se 
ha querido destacar la distinción entre el pro-
oqvqt"{"gn"iguvqt0"Nc"fgÝpkek„p"fg"ncu"Ýiwtcu"
fgn"rtqoqvqt"{"fgn"iguvqt"rtgvgpfg"tgÞglct"gp"
el texto de la Ley la realidad de la actuación 
administrativa en cuanto a las obras públicas. Así 
pues, la Administración actúa como promotora 
en la medida en que impulsa la realización de 
las obras como titular de esta competencia. En 
ecodkq."nc"Ýiwtc"fgn"iguvqt"cnwfg"c"nqu"gpvgu"
instrumentales de la propia Administración a 
los que esta puede encomendar el ejercicio de 
parte de las funciones que le corresponden. De 
acuerdo con dicha distinción, el órgano de la 
Administración promotor de la obra ejerce las 
rqvguvcfgu"r¿dnkecu"fg"rncpkÝecek„p."rtqitcoc-
ción, proyección e inspección, seguimiento de la 
ejecución y recepción de la obra, mientras que 
el gestor ejerce las funciones encomendadas o 
atribuidas por el promotor.

Gn"ecr‡vwnq"KK"tgiwnc"nc"rncpkÝecek„p"{"rtq-
gramación de las obras de competencia de la 
Igpgtcnkfcf0"Nc"rncpkÝecek„p"ug"tgÝgtg"c"ncu"
actuaciones, obras y proyectos que se prevén 
llevar a cabo en un horizonte de cuatro años, 
mientras que la programación se plantea para 
un período de un año, de acuerdo con la plani-
Ýecek„p"crtqdcfc0"Guvc"rtgxkuk„p"fc"tgurwguvc"
c"wpc"fgocpfc"swg"ug"jc"rwguvq"fg"ocpkÝguvq"
en el ámbito comunitario europeo, referente 
a una mejor planificación de las inversiones 
públicas, para las cuales se ha señalado como 
óptimo un horizonte de cuatro años. En cuanto 
c"nc"rncpkÝecek„p"{"rtqitcocek„p"fg"ncu"qdtcu"
de competencia de las entidades locales, se ha 
optado por efectuar una remisión a la legislación 
sobre régimen local.

Asimismo, y para dar cumplimiento a uno 
de los mandatos de la mencionada Resolución 
257/VII del Parlamento, que reclama una mejor 
rwdnkekfcf"rtgxkc"fg"nc"rncpkÝecek„p"fg"ncu"kp-
versiones públicas y de la programación de las 
obras que han de ejecutarse, se ha establecido la 
fkhwuk„p"fg"nc"rncpkÝecek„p"{"rtqitcocek„p"fg"
la obra pública de la Generalidad por medio de 
nqu"ukvkqu"ygd"qÝekcngu"{"fg"uw"eqttgurqpfkgpvg"
publicación.

El capítulo III se refiere a los estudios y 
proyectos. A tales efectos, se distingue entre el 
estudio informativo o anteproyecto, por una par-
te, y el proyecto, por otra. El estudio informativo 
o anteproyecto es el documento de valoración de 
nqu"fcvqu"pgeguctkqu"rctc"cpcnk¦ct"{"fgÝpkt."gp"
líneas generales, el trazado de una obra pública y 
que describe las opciones de trazado estudiadas, 
el análisis de las ventajas e inconvenientes, y los 
costes de cada una de las opciones y su reper-
cusión social, medioambiental y territorial. El 
proyecto es el documento que contiene el desar-
rollo completo de la solución óptima adoptada en 
relación con la necesidad de una infraestructura 
determinada redactado de conformidad a la 
normativa técnica de aplicación y con el detalle 
pgeguctkq"{"uwÝekgpvg"rctc"swg"ugc"hcevkdng"uw"
construcción y posterior explotación.

La regulación de los estudios informativos o 
anteproyectos y de los proyectos determina los 
requisitos de contenido, tramitación y resolución, 
complementarios a los establecidos en cada caso 
por la legislación sectorial. Además de estos as-
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rgevqu."ncu"oqfkÝecekqpgu"ogtgegp"wpc"gurgekcn"
atención. Por una parte, se ha establecido como 
objetivo genérico la reducción, tanto como sea 
rqukdng."fgn"p¿ogtq"fg"oqfkÝecekqpgu"rquvgtk-
ores de un estudio o proyecto ya aprobado. Por 
otra parte, se han reforzado los requisitos en la 
vtcokvcek„p"fg"ncu"oqfkÝecekqpgu"fg"guvwfkqu"
o proyectos, se ha establecido la necesaria au-
torización del promotor y se ha determinado, en 
hwpek„p"fg"nc"pcvwtcng¦c"fg"ncu"oqfkÝecekqpgu"
que se pretendan introducir, la necesidad de una 
nueva información pública o audiencia.

Finalmente, en lo concerniente a este capítulo, 
debe hacerse una especial referencia a los órganos 
de supervisión. Se establece, en este sentido, que la 
qÝekpc"q"wpkfcf"fg"uwrgtxkuk„p"fg"rtq{gevqu"ghge-
túe los informes de supervisión, en los cuales se 
xgtkÝec"swg"gn"guvwfkq"kphqtocvkxq"q"cpvgrtq{gevq"
{"gn"rtq{gevq"{"uwu"oqfkÝecekqpgu"jcp"ukfq"tg-
alizados de conformidad con las disposiciones 
generales y la normativa técnica de aplicación y 
que cumplen la totalidad de requisitos y objetivos 
exigibles, así como que la obra cumple la función 
para la que ha sido proyectada y que incorpora 
el estudio de seguridad y salud en el trabajo o, si 
procede, el estudio básico de seguridad y salud 
en el trabajo. Este trámite se refuerza, de forma 
especial, en caso de obras subterráneas, en que 
se determina que el informe de supervisión debe 
analizar expresamente la relación de los estudios 
geológicos y geotécnicos con las opciones y solu-
ciones de trazado y constructivas propuestas. La 
supervisión favorable, de todos modos, no exime 
de la responsabilidad que pueda corresponder 
al proyectista o la proyectista por la autoría del 
estudio o el proyecto.

Por otra parte, se introduce como novedad la 
supervisión continua durante la redacción del 
estudio y del proyecto, indicada para las obras 
de túneles en zona urbana o de otros túneles o 
grandes obras, en ambos casos por razón de la 
fkÝewnvcf"q"eqornglkfcf"vfiepkec"swg"uwrqpgp."
con el objeto de que el promotor efectúe un se-
guimiento directo del proyecto.

También cabe destacar de este capítulo III la 
necesidad de someter a una auditoría técnica 
específica los proyectos de obras de túneles 
urbanos y otros túneles u obras, en estos dos 
¿nvkoqu"ecuqu"rqt"uw"eqornglkfcf"q"fkÝewnvcf"
técnica.

El capítulo IV, titulado “Normas comple-
mentarias al régimen de contratación”, reúne 
ncu"gurgekÝekfcfgu"rtqrkcu"fg"nc"eqpvtcvcek„p"
de la Generalidad con referencia al régimen es-
tablecido con carácter general por la legislación 
básica de aplicación en dicha materia. De estas 
gurgekÝekfcfgu"ecdg"tghgtktug"c"nqu"etkvgtkqu"swg"
deben considerarse para determinar la composi-
ción de las mesas de contratación y de la creación 
del registro de buenas prácticas en la ejecución 
de obras, inspirado en el modelo francés e in-
troducido de conformidad con las recomenda-
ciones de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa. También puede destacarse la 
obligación que se impone a las empresas que 
pretendan presentarse a una licitación en forma 
de unión temporal de presentar una memoria 
gzrnkecvkxc"fg"ncu"tc¦qpgu"lwuvkÝecvkxcu"fg"uw"
constitución, y la obligación de los órganos de 
contratación de adoptar las medidas necesarias 
para asegurar la transparencia y publicidad de 
todo el proceso de contratación.

El capítulo V establece las normas referentes 
c"nc"glgewek„p"fg"nc"qdtc."eqp"gn"Ýp"fg"oglqtct"
la información a los ciudadanos y usuarios, y 
el seguimiento y control de la calidad de la obra 
y la seguridad en la ejecución. A tales efectos, 
se determinan las obligaciones de información 
y señalización de las obras, las funciones de la 
dirección de la obra y las medidas de seguimien-
to, control, evaluación y control de calidad, así 
como las garantías y requisitos de seguridad y 
salud en el trabajo. Como novedad, este capítulo 
introduce la necesidad de que, en el caso de 
las obras que superen un determinado umbral 
económico o cuando el promotor lo solicite, 
debe elaborarse una memoria final que per-
mita disponer de los datos más destacables del 
contrato. En estos mismos casos, el promotor 
o, si procede, el gestor, basándose en dichas 
ogoqtkcu"Ýpcngu."fgdg"gncdqtct"wp"fqewogpvq"
sobre el desarrollo y ejecución de la obra si ha 
sido objeto de distintos contratos.

El texto de la Ley concluye con el capítulo VI, 
que incorpora la creación del Consejo Asesor 
de Túneles y Otras Obras Singulares, un órgano 
que debe coadyuvar en la proyección y ejecu-
ción de túneles y otras obras singulares, dada 
su especial complejidad técnica. Asimismo, se 
posibilita el recurso al arbitraje y a otras formas 
eqpxgpekqpcngu"fg"uqnwek„p"fg"eqpÞkevqu."rctc"
hceknkvct"nc"tguqnwek„p"fg"nqu"eqpÞkevqu"gpvtg"gn"
promotor o, si procede, el gestor y la empresa 
constructora.

Fg"nc"rctvg"Ýpcn"fg"nc"Ng{."ecdg"fguvcect"nc"
necesidad de que la redacción de los estudios 
{"rtq{gevqu"ug"dcug"gp"nc"ectvqitch‡c"qÝekcn"fg"
Cataluña y, especialmente, que participe en 
la misma el Instituto Geológico de Cataluña, 
entidad de derecho público de la Generalidad de 
reciente creación, que dispone de información 
de gran utilidad sobre el suelo y el subsuelo de 
Cataluña.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1
Objeto de la ley

1. El objeto de la presente ley es establecer 
los requisitos y, si procede, los procedimientos 
swg"fgdgp"ewornktug"rctc"rncpkÝect."rtqitcoct."
proyectar, contratar, dirigir, ejecutar y controlar 
ncu"qdtcu"r¿dnkecu"fgÝpkfcu"rqt"gn"ctv‡ewnq"4."
eqp"nc"Ýpcnkfcf"fg"cugiwtct"gn"ewornkokgpvq"
efectivo de los principios generales establecidos 
por el artículo 4.

2. Las disposiciones de la presente ley com-
plementan, para garantizar la efectividad de los 
principios generales que contiene el artículo 4, lo 
establecido por la legislación sobre contratación 
pública, la legislación sobre régimen local, la 
legislación sectorial y las restantes disposiciones 
de aplicación a cada tipo de obra.

Artículo 2
FgÝpkek„p"fg"qdtc"r¿dnkec

1. Es obra pública, a efectos de la presente 
ley, el resultado de un conjunto de trabajos de 
ingeniería civil destinado a cumplir una función 
económica o técnica, que tiene por objeto un 
bien inmueble, tanto si se trata de obras de nueva 
planta como de transformación, restauración o 
reforma. En estos últimos casos, es obra pública 

si el conjunto de trabajos tiene un carácter de 
intervención total o parcial que produzca una 
variación esencial.

2. Quedan excluidos del concepto de obra 
pública el conjunto de trabajos o actuaciones que 
tiene como resultado una obra de construcción 
q"gfkÝecek„p"{"ncu"qdtcu"fg"wtdcpk¦cek„p0"Guvcu"
últimas obras se rigen por lo dispuesto por la 
legislación urbanística.

Artículo 3
èodkvq"fg"crnkecek„p

1. La presente ley es de aplicación a todas las 
qdtcu"r¿dnkecu"fgÝpkfcu"rqt"gn"ctv‡ewnq"4."gp"nqu"
siguientes casos:

a) Las que son competencia de la Genera-
lidad, ejercida directamente o mediante sus 
organismos, entidades y empresas públicas, o 
bien mediante los consorcios en que participa 
mayoritariamente.

b) Las que son ejecutadas por las entida-
des locales para prestar servicios en los que 
tengan competencia, directamente o mediante 
sus organismos, entidades y empresas públicas 
dependientes, o mediante los consorcios en los 
que participan mayoritariamente, en los aspectos 
que se determinen, con excepción de las dispo-
siciones relativas a los aspectos competenciales 
y a la forma de organización y funcionamiento, 
que se rigen por la legislación de régimen local 
o, si procede, por la legislación sobre contrata-
ción pública.

Artículo 4
Principios generales
Nc"rncpkÝecek„p."rtqitcocek„p."rtq{geek„p."

contratación, dirección, ejecución y control de la 
obra pública deben llevarse a cabo de conformi-
dad con los siguientes principios generales:

a) La idoneidad de la obra a las necesidades 
sociales, económicas, técnicas, de desarrollo 
económico y equilibrio territorial, y al resto de 
Ýpgu"r¿dnkequ"c"nqu"swg"fgdg"ugtxkt0

b) La adecuación de las opciones elegidas 
a las características del lugar donde se sitúa la 
obra y la idoneidad de los métodos constructivos 
que se proponga utilizar.

c) La calidad de los proyectos, los materiales 
y la obra ejecutada.

d) La seguridad de las personas, especial-
mente de las que ejecutan la obra, de los vecinos 
y de los futuros usuarios, y la protección de 
sus bienes.

e) La eficiencia de los recursos y medios 
invertidos en relación con los resultados lo-
grados.

f) El cumplimiento de la legislación sobre 
subcontratación y la legislación social, espe-
cialmente la relativa a la prevención de riesgos 
laborales, las obligaciones de los empresarios 
para con los trabajadores y el respeto de sus 
derechos y de las condiciones laborales recogidas 
en los convenios colectivos de referencia.

g) La participación de las entidades y ad-
ministraciones interesadas y, si procede, de la 
uqekgfcf"ekxkn"qticpk¦cfc"gp"nc"rncpkÝecek„p."
programación y proyección de la obra, y de las 
personas afectadas, en los términos estableci-
dos por la presente ley, por la legislación sobre 
procedimiento administrativo común, por la 
legislación social y, si procede, por la legislación 
sectorial de aplicación.

h) La información a las personas afectadas y 
a las entidades y administraciones interesadas 
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sobre la ejecución y el desarrollo de las obras, 
que siempre debe respetar la legislación sobre 
protección de datos.

i) La publicidad de los planes, programas y 
proyectos de obras.

j) La transparencia, concurrencia y publici-
dad de todo el proceso de contratación.

k) La información de las adjudicaciones de 
los contratos a los adjudicatarios, las empresas 
y los profesionales que presentan ofertas, que 
siempre debe respetar la legislación sobre pro-
tección de datos.

l) La sostenibilidad, la protección del medio 
codkgpvg"{"nc"gÝekgpekc"codkgpvcn"{"gpgtifivkec"gp"
todas las fases del proceso, desde la concepción 
y proyección de la obra hasta su ejecución y 
mantenimiento, con una especial valoración de 
los métodos constructivos utilizados y del uso de 
residuos y demás materiales reciclables.

m) La celeridad en la tramitación de los 
rtqegfkokgpvqu."nc"gÝecekc"{"gÝekgpekc"gp"nc"
ejecución de la obra, sin perjudicar las garantías 
jurídicas de los ciudadanos y el ejercicio de sus 
derechos.

Artículo 5
Agentes que participan en la obra pública

1. En todo el proceso de una obra pública 
pueden intervenir, en función de sus caracte-
t‡uvkecu."wpq"q"xctkqu"cigpvgu"fg"nqu"fgÝpkfqu"
por el apartado 2.

2. A efectos de lo establecido por la presente 
ley son:

a) Promotor: la administración actuante y, 
más concretamente, el órgano al cual, por razón 
de la materia, corresponde la ejecución de la 
qdtc0"Gn"rtqoqvqt"fgekfg."rncpkÝec"{"rtqitcoc"
las obras; también proyecta, tramita y aprueba los 
estudios y proyectos, y construye, dirige, contro-
la e inspecciona las obras, efectúa su seguimiento 
y resuelve las incidencias que pueden plantear-
ug"fwtcpvg"uw"glgewek„p0"Wpc"xg¦"Ýpcnk¦cfc"nc"
obra, la recibe para proceder a su entrega para 
uso general o el correspondiente servicio o, si 
procede, para su enajenación, entrega o cesión 
a terceros. También tiene la condición de pro-
motor el organismo, entidad o empresa pública 
que, en virtud de su normativa reguladora, tiene 
atribuidas competencias sobre determinados 
tipos de obra; en dicho caso, la actuación debe 
ajustarse a las directrices establecidas por el 
departamento al que se adscribe.

b) Gestor: el organismo, entidad o empresa 
pública que lleva a cabo las tareas y funciones 
que le encomienda el promotor referentes a la 
redacción de los estudios y proyectos, la direc-
ción, ejecución, control, seguimiento de las obras 
y resolución de las incidencias. El gestor debe 
mantener siempre informado al promotor sobre 
las actuaciones encomendadas, para facilitarle 
su participación efectiva en las funciones de 
inspección, seguimiento permanente y con-
trol, en la resolución de las incidencias y, en 
general, en el seguimiento de las actuaciones 
encomendadas.

c) Proyectista: la persona, natural o jurídica, 
que redacta los estudios y proyectos de acuerdo 
con la vigente normativa técnica y, si procede, 
con lo establecido por el contrato. El proyectista o 
la proyectista debe tener la titulación académica 
{"nc"ecnkÝecek„p"rtqhgukqpcn"kf„pgcu0"Uk"gu"wpc"
persona jurídica, debe acreditar que dispone 
fg"rgtuqpcn"vfiepkeq"ecnkÝecfq"gp"ncu"fkuvkpvcu"
materias según el tipo de obra de que se trate, 

{"eqp"nc"vkvwncek„p"cecffiokec"{"nc"ecnkÝecek„p"
profesional idóneas. El proyectista o la proyec-
tista puede prestar sus servicios como empleado 
del promotor o del gestor o como profesional 
externo contratado.

d) Director o directora de la obra: la persona, 
natural o jurídica, que dirige y controla la ejecu-
ción del proyecto y, en general, todo el proceso 
de construcción; especialmente comprueba y 
vigila la correcta ejecución de la obra. Ha de 
ugt"wpc"rgtuqpc"fgdkfcogpvg"ecnkÝecfc"{"eqp"nc"
titulación académica y profesional idónea. Si es 
una persona jurídica, debe acreditar que dispone 
fg"rgtuqpcn"vfiepkeq"ecnkÝecfq."eqp"nc"vkvwncek„p"
cecffiokec"{"nc"ecnkÝecek„p"rtqhgukqpcn"kf„pgcu0"
El director o directora de la obra puede prestar sus 
servicios como empleado al promotor o al gestor, 
o como profesional externo contratado.

e) Empresa constructora: la empresa adjudi-
cataria del contrato que asume el compromiso 
de ejecutar la obra con los medios humanos y 
materiales necesarios para proceder a su entrega 
para uso general o el correspondiente servicio o, 
si procede, para su enajenación, entrega o cesión 
a terceros. Debe ejecutar la obra de acuerdo con 
el proyecto previamente aprobado y las condi-
ciones del contrato; asimismo debe cumplir las 
instrucciones que reciba del director o directora 
de la obra y los coordinadores de seguridad y 
salud en el trabajo.

f) Delegado o delegada de la obra: la per-
sona expresamente designada por la empresa 
constructora que ejerce su representación ante 
los demás agentes, recibe e interpreta las órde-
nes recibidas por el director o directora de la 
obra y las transmite a la empresa constructora, 
asimismo propone al director o directora de 
la obra su colaboración en la resolución de las 
incidencias que se planteen durante la ejecución 
de las obras. El delegado o delegada de la obra 
fgdg"ugt"wpc"rgtuqpc"fgdkfcogpvg"ecnkÝecfc"{"
tener la titulación académica y profesional idónea 
de acuerdo con el tipo de obra y si así lo requiere 
la complejidad y el volumen de la misma.

g) Coordinador o coordinadora de seguridad 
{"ucnwf"gp"gn"vtcdclq"gp"nc"hcug"fg"gncdqtcek„p"
del proyecto:"nc"rgtuqpc"fgdkfcogpvg"ecnkÝec-
da y con la titulación académica y profesional 
idónea que determina las condiciones que debe 
cumplir el proyecto, de acuerdo con las funci-
ones establecidas por la legislación en materia 
de prevención de riesgos laborales, y que es 
designada de acuerdo con lo establecido por 
esta misma normativa.

h) Coordinador o coordinadora de seguridad 
{"ucnwf"gp"gn"vtcdclq"fwtcpvg"nc"glgewek„p"fg"nc"
obra: nc"rgtuqpc"fgdkfcogpvg"ecnkÝecfc"{"eqp"
la titulación académica y profesional idónea 
que ejerce, en la fase de ejecución de la obra, 
las funciones establecidas por la legislación en 
materia de prevención de riesgos laborales, y 
que es designada de acuerdo con lo establecido 
por esta misma normativa.

i) Qhkekpcu"q"wpkfcfgu"fg"uwrgtxkuk„p"fg"
proyectos: los órganos administrativos integra-
dos en la estructura orgánica del promotor que 
tienen la responsabilidad de ejercer las funciones 
establecidas por el artículo 24 y por la legislación 
sobre contratación pública.

j) Laboratorios de control de calidad: los 
egpvtqu"ecnkÝecfqu"swg"rtguvcp"cukuvgpekc"vfie-
nica en la ejecución de la obra, mediante los 
pertinentes ensayos de materiales, sistemas e 
instalaciones.

k) Los restantes agentes establecidos por la 
legislación de aplicación, con las funciones que 
tengan atribuidas.

CAPÍTULO II
RncpkÝecek„p"{"rtqitcocek„p

Artículo 6
RncpkÝecek„p"fg"nc"Igpgtcnkfcf

1. Los departamentos de la Generalidad y 
sus organismos, entidades y empresas públicas 
fgrgpfkgpvgu"{"swg."fg"cewgtfq"eqp"nc"fgÝpkek„p"
de la presente ley, tienen la consideración de pro-
oqvqtgu"fgdgp"rncpkÝect."gp"nq"swg"eqpekgtpg"c"uw"
ámbito material de competencias, las actuaciones, 
obras y proyectos que prevén llevar a cabo en un 
tiempo mínimo de cuatro años, excepto en caso 
de las obras o proyectos que por su especial com-
plejidad y naturaleza o por su elevado presupuesto 
exigen un plazo superior.
40" Gp"nc"rncpkÝecek„p"fg"nc"Igpgtcnkfcf"ug"

debe tender a evitar las oscilaciones temporales 
desproporcionadas, para que las actuaciones, 
obras y proyectos no se concentren en determina-
dos períodos. También debe intentarse su distri-
bución en el territorio de forma que se garantice 
un desarrollo sostenible y equilibrado.
50" Nc"rncpkÝecek„p"fg"nc"Igpgtcnkfcf"fgdg"

difundirse mediante los sitios web oficiales 
de los promotores y debe comunicarse a los 
espacios estables de participación competen-
tes en la materia, en su caso, y a los órganos 
en que participen colectivos cuyos intereses 
puedan resultar afectados, sin perjuicio de la 
publicación que proceda de conformidad con 
el vigente ordenamiento jurídico o de la que se 
desee realizar.

Artículo 7
Rtqitcocek„p"cpwcn"fg"nc"Igpgtcnkfcf

1. Los departamentos de la Generalidad y 
sus organismos, entidades y empresas públicas 
dependientes y que, de acuerdo con la presente 
ley, tienen la consideración de promotores deben 
realizar una programación anual, de conformi-
fcf"eqp"nc"rncpkÝecek„p"crtqdcfc."fg"ncu"qdtcu."
actuaciones y proyectos que prevén redactar y 
ejecutar.

2. La programación anual de la Generalidad 
ha de aprobarse, como máximo, en el mes sigui-
ente de la aprobación de los correspondientes 
presupuestos.

3. En la programación anual de las obras, 
actuaciones o servicios relacionados y que la 
Generalidad prevé licitar en cada ejercicio pre-
supuestario, debe constar, como mínimo, la 
siguiente información:

a) Las características esenciales de las obras, 
actuaciones o servicios y, si procede, los con-
tratos que deben formalizarse.

b) El presupuesto estimado de la obra.
e+" Ncu"rtgxkukqpgu"fg"Ýpcpekcek„p0
d) El nombre del gestor responsable, en su 

caso, de la ejecución de las obras o servicios y, 
si procede, de su contratación.
g+" Nc"nqecnk¦cek„p"igqitƒÝec"fg"ncu"qdtcu"

y la territorialización de las distintas actua-
ciones previstas, con referencia a los ámbitos 
establecidos por la legislación reguladora de la 
organización territorial.

f) La proyección en los posteriores ejercicios 
presupuestarios de los compromisos plurienales 
aprobados para completar la actuación.
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4. La programación debe difundirse y pu-
blicarse de conformidad con lo establecido por 
el artículo 6.3.

5. En caso de darse publicidad de la progra-
mación de la Generalidad mediante el anuncio 
kpfkecvkxq"c"swg"ug"tgÝgtg"nc"ngikuncek„p"uqdtg"
contratación pública, este puede tener efectos 
en la reducción de plazos para presentar pro-
posiciones, en los términos y condiciones que 
dicha legislación determine.

Artículo 8
RncpkÝecek„p"{"rtqitcocek„p"fg"ncu"gpvkfcfgu"
locales
30" Ncu"gpvkfcfgu"nqecngu"fgdgp"rncpkÝect"{"

programar las actuaciones, obras y proyectos 
que pretenden llevar a cabo en las condiciones 
Ýlcfcu"rqt"nc"ngikuncek„p"uqdtg"tfiikogp"nqecn0"
Vcodkfip"fgdgp"vgpfgt"c"rncpkÝect"ncu"cevwc-
ciones, obras y proyectos que pretenden llevar 
a cabo en un tiempo mínimo de cuatro años, 
excepto en caso de las obras o proyectos que por 
su especial complejidad y naturaleza o por su 
elevado presupuesto exigen un plazo superior; 
deben evitar concentrar todas las actividades 
en determinados períodos, y deben procurar 
programar anualmente sus actuaciones.

2. Las entidades locales deben hacer públicas 
uw"rncpkÝecek„p"{"rtqitcocek„p"tgurgevkxcu."fg"
acuerdo con lo establecido por la legislación de 
aplicación, y deben procurar su difusión mediante 
nqu"ukvkqu"ygd"qÝekcngu"w"qvtqu"ogfkqu"ukoknctgu0

CAPÍTULO III
Estudios y proyectos

SECCIÓN 1
Tipología

Artículo 9
Tfiikogp"lwt‡fkeq"fg"crnkecek„p"c"nqu"guvwfkqu"
y proyectos

Para construir o modificar obras públicas 
deben redactarse los correspondientes estudios 
y proyectos en función de las características de 
las obras, de conformidad con lo establecido 
por la presente ley, por la legislación sectorial 
de aplicación y por la legislación sobre contra-
tación pública.

SECCIÓN 2
Estudio informativo o anteproyecto

Artículo 10
Guvwfkq"kphqtocvkxq"q"cpvgrtq{gevq<"fgÝpkek„p"
y contenido

1. El estudio informativo o anteproyecto es el 
documento de valoración de los datos necesarios 
rctc"cpcnk¦ct"{"fgÝpkt."gp"n‡pgcu"igpgtcngu."gn"
trazado de una obra pública, en los aspectos 
igqitƒÝequ."igqofivtkequ"{"hwpekqpcngu."{"swg"
describe las opciones de trazado estudiadas, el 
análisis de sus ventajas e inconvenientes, los 
costes de cada una de las opciones y su reper-
cusión social, ambiental y territorial.

2. El estudio informativo o anteproyecto debe 
redactarse en los supuestos requeridos por la le-
gislación sectorial de aplicación. También puede 
acordarse la redacción del estudio informativo o 
anteproyecto si en una obra concurren determi-
nadas circunstancias especiales por su magnitud, 
complejidad, largo plazo de ejecución o por la 
posibilidad de distintas soluciones técnicas.

3. El estudio informativo o anteproyecto pue-
de ser sustituido o complementado por cualquier 
otro documento si así lo establece la legislación 
sectorial.

4. El estudio informativo o anteproyecto 
debe contener los documentos requeridos por la 
legislación sectorial de aplicación, y, en cualquier 
caso, los siguientes documentos:

a) Una memoria en que se expongan las 
necesidades que ha de satisfacer la obra y 
los factores sociales, técnicos, económicos y 
administrativos que deben considerarse para 
proponer la solución más adecuada al problema 
a resolver. Asimismo, deben estudiarse las posi-
bilidades de ejecución de la obra en relación con 
su nueva implantación o la mejora o ampliación 
de las canalizaciones relativas a los servicios 
de comunicaciones electrónicas, la reserva de 
espacios adecuados para equipamientos de te-
lecomunicaciones y para emplazamientos de 
radiocomunicaciones. También debe incluir un 
análisis de ponderación de las distintas alterna-
vkxcu"rctc"nqitct"nqu"Ýpgu"r¿dnkequ"q"uqekcngu"swg"
lwuvkÝecp"nc"qdtc"{"wpc"oqvkxcek„p"fgvcnncfc"fg"
nc"qrek„p"Ýpcnogpvg"gngikfc0"Fkejc"oqvkxcek„p."
como mínimo, debe tener en cuenta los factores 
de funcionalidad para el uso que le corresponde, 
fg"vfiepkec"eqpuvtwevkxc."ugiwtkfcf."gÝekgpekc"
geqp„okec."gÝekgpekc"codkgpvcn"{"uquvgpkdknk-
dad, y debe incluir los correspondientes datos 
{"eƒnewnqu"dƒukequ0"Vcodkfip"fgdgp"lwuvkÝectug"
los precios descompuestos adoptados.

b) Los planos de situación general y de con-
lwpvq"pgeguctkqu"rctc"nc"fgÝpkek„p"fg"nqu"curge-
tos esenciales de la obra, en los cuales puedan 
hwpfctug"ncu"uwÝekgpvgu"ogfkekqpgu"rctc"ecnewnct"
su presupuesto.

c) El presupuesto de los gastos de ejecución de 
la obra que incluya el coste de las expropiaciones 
que deban realizarse, en su caso, a partir de las 
mediciones aproximadas y las valoraciones, y 
el importe estimado destinado a actuaciones en 
prevención de riesgos laborales.

d) El estudio relativo a la posible descompo-
sición del estudio informativo o anteproyecto 
gp"rtq{gevqu"rctekcngu."eqp"nc"gurgekÝecek„p"fg"
las partes del presupuesto que corresponden a 
cada proyecto parcial y de las etapas y plazos 
previstos para su elaboración, contratación y 
ejecución.

e) Los estudios económicos y administrativos 
sobre el régimen de utilización y las tarifas que 
deban aplicarse si la obra ha de ser objeto de 
explotación retribuida.

f) Los estudios geológicos, geotécnicos, de 
inundabilidad y otros riesgos naturales para 
cetgfkvct"uwÝekgpvgogpvg"nc"kfqpgkfcf"fg"nqu"
terrenos donde está prevista la realización de 
la obra, con el contenido determinado por la 
legislación sectorial de aplicación. En caso de 
obras de construcción de túneles y en las esta-
blecidas por reglamento, los estudios geológicos 
y geotécnicos deben adaptarse a la instrucción 
vfiepkec"c"swg"ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"74030a.

g) El documento acreditativo de la adecua-
ción de la obra proyectada a los instrumentos 
de planeamiento urbanístico o, de no ser así, 
fg"nc"kpfkecek„p"fg"ncu"oqfkÝecekqpgu"swg."uk"
procede, con las excepciones establecidas por 
la legislación sectorial, deben introducirse en el 
planeamiento para lograr su adecuación.

h) El estudio relativo al régimen de utilización 
y explotación de la obra, con indicación de la 
hqtoc"fg"Ýpcpekcek„p"{"fgn"tfiikogp"vctkhctkq."

en caso de que la obra deba ser explotada por 
terceros.

5. El estudio informativo o anteproyecto debe 
estar visado por el colegio profesional corres-
pondiente, si así lo determina la legislación de 
aplicación.

Artículo 11
Estudio de impacto ambiental

En los casos en que, según la legislación sec-
torial o la de carácter ambiental de aplicación, 
las obras deban someterse a la evaluación de 
impacto ambiental, el estudio informativo o 
anteproyecto debe incorporar un estudio de 
impacto ambiental, y ambos deben someterse 
conjuntamente al trámite de información pública 
c"swg"ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"340

Artículo 12
Vtcokvcek„p"gp"ecuq"fg"qdtcu"fg"eqorgvgpekc"
de la Generalidad

1. El estudio informativo o anteproyecto debe 
ser redactado por el proyectista o la proyectista bajo 
el control del promotor y, si procede, del gestor.

2. La tramitación del estudio informativo o 
anteproyecto debe sujetarse al procedimiento 
establecido por la legislación sectorial. Dicho 
procedimiento debe respetar lo determinado 
por los apartados 3 a 8.

3. El estudio informativo o anteproyecto debe 
ser aprobado técnicamente por el promotor de 
la obra, previa emisión del preceptivo informe 
de supervisión.

4. El estudio informativo o anteproyecto, una 
vez aprobado técnicamente, debe someterse a 
información pública, por un plazo mínimo de 
treinta días, mediante un anuncio en el Diari 
QÝekcn"fg"nc"Igpgtcnkvcv"fg"Ecvcnwp{c. También 
debe anunciarse en el tablón de anuncios del 
ayuntamiento del municipio o municipios afec-
vcfqu."gp"nqu"ukvkqu"ygd"qÝekcngu"fgn"rtqoqvqt"{."
como mínimo, en dos medios de comunicación 
de entre los de más difusión local y general.

5. Durante el mismo período de información 
pública, el estudio informativo o anteproyecto 
debe someterse a la audiencia de los restan-
tes departamentos de la Generalidad y de las 
demás administraciones cuyas competencias 
tengan incidencia en el objeto de dicho estudio 
informativo o anteproyecto, para que en el plazo 
de diez días puedan emitir el correspondiente 
informe, salvo que una disposición establezca 
un plazo más largo.

6. En los trámites de información pública y 
cwfkgpekc"c"swg"ug"tgÝgtgp"nqu"crctvcfqu"6"{"7."
debe darse acceso a toda la documentación in-
tegrante del estudio informativo o anteproyecto, 
que debe estar disponible, como mínimo, en la 
ugfg"{"gp"gn"ukvkq"ygd"qÝekcn"fgn"rtqoqvqt"fg"nc"
obra y en los ayuntamientos de los términos 
municipales directamente afectados.

7. El promotor de la obra debe dar respuesta 
motivada a las alegaciones formuladas durante 
los trámites de información pública y audiencia 
en los términos establecidos por la legislación 
sobre procedimiento administrativo.

8. Sin perjuicio de los trámites de informa-
ek„p"r¿dnkec"{"cwfkgpekc"c"swg"ug"tgÝgtgp"nqu"
apartados 4 y 5, también debe darse información 
sobre el estudio informativo o anteproyecto a 
las personas, físicas o jurídicas, directamente 
afectadas por la obra en la medida que sean 
kfgpvkÝecdngu"gp"hwpek„p"fgn"pkxgn"fg"fgvcnng"fg"
dicho estudio.
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Artículo 13
Vtcokvcek„p"fg"qdtcu"fg"eqorgvgpekc"fg"ncu"
entidades locales

1. La tramitación del estudio informativo o 
anteproyecto de obras de competencia de las 
entidades locales debe sujetarse al procedimi-
ento establecido por la legislación sobre régi-
ogp"nqecn."eqp"ncu"gurgekÝekfcfgu"fgn"rtgugpvg"
artículo.

2. Simultáneamente al trámite de información 
pública, las entidades locales deben dar audien-
cia del estudio informativo o anteproyecto a los 
departamentos de la Generalidad y a las demás 
administraciones cuyas competencias tengan 
incidencia en el objeto del estudio informativo 
o anteproyecto. El informe de respuesta debe 
emitirse en el plazo de diez días, salvo que una 
disposición establezca un plazo más largo.

3. Las entidades locales, durante el trámite de 
información pública y audiencia del estudio in-
formativo o anteproyecto y de la documentación 
que lo integra, deben tender a darle publicidad 
ogfkcpvg"nqu"ukvkqu"ygd"qÝekcngu"w"qvtqu"ogfkqu"
similares.

Artículo 14
Tguqnwek„p

1. Finalizado el plazo de información pú-
blica y audiencia, el promotor debe adoptar la 
correspondiente resolución, que puede ser de 
crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"{"rwgfg"eqortgpfgt"vqfq"gn"
ámbito del estudio informativo o anteproyecto o 
bien una parte del mismo. La resolución también 
puede dejar sin efecto la tramitación del expe-
diente o parte del mismo, o bien puede acordar 
la suspensión, total o parcial, de la tramitación 
del expediente.

2. En la resolución pueden introducirse las 
prescripciones de carácter técnico, social y 
territorial que se consideren necesarias y, si 
procede, las prescripciones medioambientales 
que se determinen en la declaración de impacto 
ambiental.

3. La resolución debe ser notificada a las 
administraciones afectadas y a las personas 
interesadas en el procedimiento, en los términos 
establecidos por la legislación sobre procedimi-
ento administrativo.

Artículo 15
OqfkÝecek„p"fg"nqu"guvwfkqu"kphqtocvkxqu"q"
anteproyectos: causas y procedimiento
30" Nc"oqfkÝecek„p"fg"nqu"guvwfkqu"kphqtoc-

tivos o anteproyectos tiene carácter excepcional 
y debe fundarse en razones de interés público. 
Nc"oqfkÝecek„p"tgswkgtg"nc"gncdqtcek„p"fg"nqu"
kphqtogu"rtgxkqu"swg"lwuvkÝecp"uw"pgegukfcf"{"
debe ser autorizada expresamente por el pro-
motor.
40" Nc"oqfkÝecek„p"fgn"guvwfkq"kphqtocvkxq"

o anteproyecto debe incorporar, si procede, un 
estudio de impacto ambiental y debe someterse 
al procedimiento de evaluación de impacto ambi-
ental si dicho trámite es preceptivo para el estudio 
kphqtocvkxq"q"cpvgrtq{gevq"swg"ug"oqfkÝec."fg"
acuerdo con la legislación sectorial o medioambi-
gpvcn0"Nc"oqfkÝecek„p"tgswkgtg"nc"vtcokvcek„p"fgn"
procedimiento establecido por el artículo 12 o por 
el artículo 13, según el tipo de obras de que se trate, 
eqp"ncu"gurgekÝekfcfgu"fgn"crctvcfq"50

3. Con respecto a las obras de competencia 
de la Generalidad, el trámite de información 
pública y audiencia es requerido en todos los 
casos establecidos por la legislación sectorial, 

cu‡"eqoq"gp"ecuq"fg"swg"nc"oqfkÝecek„p"eqpukuvc"
en un cambio sustancial en la localización o el 
vtc¦cfq"{."gp"igpgtcn."uk"uwrqpg"wpc"oqfkÝecek„p"
sustantiva en relación con el estudio informativo 
o anteproyecto aprobado o nuevas afectaciones 
no previstas.

4. Debe elaborarse un estudio geológico 
gurge‡Ýeq"gp"nqu"ecuqu"fg"oqfkÝecek„p"c"swg"
ug"tgÝgtg"gn"crctvcfq"5"vcodkfip"uk"ug"vtcvc"fg"
obras de túneles en zona urbana y otros túne-
les o grandes obras de especial complejidad o 
fkÝewnvcf"vfiepkec"fg"eqorgvgpekc"fg"nc"Igpg-
ralidad que supongan un cambio en el espacio 
del subsuelo.

Artículo 16
Crtqdcek„p"fg"ncu"oqfkÝecekqpgu

1. Finalizada la tramitación del expediente en 
ecuq"fg"oqfkÝecek„p."gn"rtqoqvqt"fgdg"cfqrvct"
la correspondiente resolución en relación con el 
guvwfkq"kphqtocvkxq"q"cpvgrtq{gevq"oqfkÝec-
do. Dicha resolución puede ser de aprobación 
fgÝpkvkxc"{"rwgfg"eqortgpfgt"vqfq"gn"guvwfkq"
informativo o anteproyecto, o bien una parte. 
La resolución también puede dejar sin efecto la 
tramitación del expediente o parte del mismo, o 
bien puede acordar la suspensión, total o parcial, 
de la tramitación.

2. En la resolución pueden introducirse las 
prescripciones técnicas, medioambientales, 
agrarias, sociales y territoriales que se consi-
deren necesarias.

3. La resolución debe ser notificada a las 
administraciones públicas y a todas las per-
sonas interesadas en el procedimiento, en los 
términos establecidos por la legislación sobre 
procedimiento administrativo.
60" Nc"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"fgn"guvwfkq"kphqt-

mativo o anteproyecto supone la declaración de 
utilidad pública o de interés social a efectos de 
la expropiación forzosa de los bienes y derechos 
afectados por la obra.

SECCIÓN 3
El proyecto

Artículo 17
Proyectos

1. La ejecución de una obra pública requiere 
la elaboración, supervisión, si procede, apro-
bación y replanteo previos del correspondiente 
proyecto, excepto en los casos en que la legisla-
ción sobre contratación pública o la legislación 
ugevqtkcn"ukornkÝswg"fkejq"tgswkukvq"q"jcic"wpc"
excepción.

2. El proyecto es el documento que contiene 
el desarrollo completo de la solución óptima 
adoptada en relación con la necesidad de una 
determinada infraestructura, que se redacta de 
conformidad a la normativa técnica de aplicación 
{"eqp"gn"fgvcnng"pgeguctkq"{"uwÝekgpvg"rctc"swg"
sea factible la construcción y posterior explo-
tación de la obra.

3. Los proyectos deben referirse necesaria-
mente a obras completas, es decir, las suscep-
tibles de ser entregadas para uso general o el 
correspondiente servicio, y deben contener los 
elementos necesarios para la correcta utiliza-
ción de la obra, incluidas sus instalaciones, si 
procede. Pueden elaborarse dos o más proyectos 
gurge‡Ýequ"uk"nc"pcvwtcng¦c"q"eqornglkfcf"fg"ncu"
obras lo hacen conveniente.
60" Nqu"rtq{gevqu"fgÝpgp"{"fgvgtokpcp"ncu"

exigencias técnicas de las obras y deben justi-

Ýect"{"fgucttqnnct"eqorngvcogpvg"ncu"uqnwekqpgu"
propuestas, de acuerdo con las especificaci-
ones requeridas por la normativa técnica de 
aplicación.

5. Los proyectos deben redactarse de for-
ma que los trabajos de ejecución de las obras 
puedan ser dirigidos por cualquier otro facul-
tativo o facultativa distinto del proyectista o la 
proyectista.

6. Los proyectos deben redactarse con el 
rigor técnico necesario para evitar posteriores 
oqfkÝecekqpgu"gp"nqu"okuoqu0

Artículo 18
Fqewogpvcek„p"fg"nqu"rtq{gevqu

1. Los proyectos deben contener toda la 
fqewogpvcek„p"itƒÝec"{"guetkvc"swg"rgtokvc"
kpvgtrtgvct"eqttgevcogpvg"uw"fgÝpkek„p."eqp"wpc"
especial referencia a los aspectos tecnológicos, 
económicos, de calidad y legales.

2. Los proyectos deben contener la docu-
mentación prescrita por la respectiva legislación 
sectorial y, si procede, por la legislación sobre 
seguridad y salud en el trabajo.

3. Los proyectos deben contener, como mí-
nimo, la siguiente documentación:

a) Una memoria en la que se describa el objeto 
de las obras, que debe incluir los antecedentes 
y la situación previa, las necesidades que de-
dgp"ucvkuhcegtug"{"nc"lwuvkÝecek„p"fg"nc"uqnwek„p"
cfqrvcfc."eqp"nc"gurgekÝecek„p"fg"nqu"hcevqtgu"
de todo tipo que deben tenerse en cuenta.

b) Los planos de conjunto y de detalle nece-
sarios para que el conjunto de la obra quede per-
hgevcogpvg"fgÝpkfq."cu‡"eqoq"nqu"swg"fgnkokvcp"
la ocupación de terrenos y la restitución de ser-
vidumbres y demás derechos reales, si procede, 
y los servicios afectados por la ejecución.

c) El pliego de prescripciones técnicas par-
ticulares, en que debe realizarse la descripción 
de las obras, incluidas, si procede, las referentes 
a los servicios de comunicaciones electrónicas, 
y debe regularse la ejecución de las obras, con 
nc"gurgekÝecek„p"fg"nc"hqtoc"fg"glgewek„p."ncu"
obligaciones de carácter técnico que correspon-
den al contratista, el sistema de medición de las 
unidades ejecutadas y el control de la calidad 
de los materiales utilizados y del proceso de 
ejecución.

d) Un presupuesto, que puede estar integrado 
por distintos presupuestos parciales, en que 
consten los precios unitarios y los desglosados, 
si procede; el estado de las mediciones, y los 
detalles para su valoración. También debe incluir 
el coste estimado de los ensayos necesarios 
para controlar la calidad de la obra y el importe 
estimado de las actuaciones de prevención de 
riesgos laborales.

e) Un programa de desarrollo de los trabajos o 
plan de obra indicativo, con previsión, si procede, 
del tiempo y el coste.

f) Las referencias de todo tipo en que debe 
fundarse el replanteo de la obra.

g) El estudio de seguridad y salud en el traba-
jo o, si procede, el estudio básico de seguridad y 
salud en el trabajo, de conformidad con la legis-
lación sobre la materia, y adecuado al proyecto 
concreto de obra de que se trate.

h) Un estudio profundizado de los riesgos 
inherentes a la ejecución de la obra y de las me-
didas preventivas y cautelares consiguientes para 
asegurar la seguridad de las personas en la ejecu-
ción de las obras. Si la obra ha de ser explotada 
por terceros, debe incorporar un estudio sobre 
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las medidas de seguridad a adoptar.
i) Una relación detallada de los terrenos 

y demás bienes que es preciso ocupar para la 
ejecución de la obra, de forma que a partir de 
nc"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"fgn"rtq{gevq"ug"rwgfcp"
llevar a cabo, en su caso, los trámites de expro-
piación. También debe incluir los proyectos para 
trasladar los servicios afectados, excepto si son 
inherentes al proyecto principal.

j) Si la obra proyectada ha sido objeto de 
un estudio informativo o anteproyecto, en el 
rtq{gevq"fgdg"lwuvkÝectug"gzrtgucogpvg"uw"eq-
herencia con la opción o solución aprobada y, si 
procede, su coherencia con el estudio de impacto 
ambiental o el cumplimiento de la declaración 
de impacto ambiental. En caso contrario, deben 
justificarse y argumentarse los motivos que 
jc{cp"lwuvkÝecfq"crctvctug"fgn"okuoq0

k) Estudios geológicos y geotécnicos, salvo 
que sean incompatibles con la naturaleza de la 
obra. En las obras de construcción de túneles y 
otras obras en que se establezca por reglamento, 
los estudios geológicos y geotécnicos deben 
cfgewctug"c"nc"kpuvtweek„p"vfiepkec"c"swg"ug"tgÝgtg"
el artículo 52.1.a.

l) En caso de túneles en zona urbana o que 
fgdcp"vtcpuewttkt"dclq"uwgnq"gfkÝecfq."gn"rtq{ge-
vq"fgdg"guvcdngegt"eqgÝekgpvgu"fg"ugiwtkfcf"
superiores a los que se derivan del cálculo, de 
acuerdo con la instrucción técnica a que se re-
Ýgtg"gn"ctv‡ewnq"74030a."{"fgdg"gurgekÝect"nqu"
elementos constructivos obligatorios para el 
ewornkokgpvq"fg"fkejc"Ýpcnkfcf0
o+" Wpc"gurgekÝecek„p"fg"ncu"ogfkfcu"c"cfqr-

tar para compatibilizar plenamente el funciona-
miento de la obra proyectada con los derechos 
de propiedad y demás derechos existentes en el 
suelo y subsuelo.

n) Un estudio de impacto ambiental si así lo 
exige la legislación sectorial o la medioambiental 
y si no se ha elaborado ni tramitado ningún 
estudio informativo o anteproyecto, o si este 
no ha sido sometido a la declaración de impacto 
codkgpvcn="gp"ecuq"eqpvtctkq."fgdgp"gurgekÝectug"
las medidas a adoptar en relación con la sosteni-
dknkfcf"{"nc"gÝekgpekc"codkgpvcn de la obra y la 
minimización del impacto sobre el medio.

Artículo 19
Vtcokvcek„p"fg"rtq{gevqu"fg"qdtcu"fg"eqorg-
tencia de la Generalidad

1. El proyecto debe ser redactado por un 
proyectista o una proyectista, bajo el control 
del promotor y, si procede, del gestor, y debe 
tener el visado por los colegios profesionales si 
así lo determina la legislación. El coordinador o 
coordinadora de seguridad y salud en la fase de 
elaboración del proyecto debe redactar los docu-
mentos exigibles de acuerdo con la legislación 
de seguridad y salud en el trabajo.

2. La tramitación del proyecto debe sujetarse 
al procedimiento establecido por la legislación 
sectorial, que debe cumplir lo determinado por 
los apartados 3 a 7.

3. El proyecto debe ser aprobado técnicamen-
te por el promotor de la obra, previa emisión del 
preceptivo informe de supervisión.

4. El proyecto puede ser objeto de la resolu-
ción prescrita por el artículo 22, si desarrolla un 
estudio informativo o anteproyecto.

5. En caso de no haberse elaborado ni trami-
tado ningún estudio informativo o anteproyecto, 
el proyecto debe someterse a información pú-
blica y audiencia, en los términos y condiciones 

establecidos por el artículo 12.4 a 12.8. Dicho 
trámite de información pública puede sustituirse 
por un trámite de audiencia al ayuntamiento 
y a los afectados, si se trata de obras de poco 
alcance que carecen de impacto territorial o 
social relevante.

6. La información pública y la audiencia del 
proyecto sirven para dar cumplimiento a la in-
formación de la relación de bienes y derechos 
afectados requerida por la legislación sobre 
expropiación forzosa.

7. De no haberse elaborado ni tramitado nin-
gún estudio informativo o anteproyecto, o si este 
documento no ha sido sometido a la preceptiva 
declaración de impacto ambiental de acuerdo 
con la legislación sectorial de aplicación o con 
la legislación medioambiental, el proyecto debe 
someterse a dicho trámite.

Artículo 20
Vtcokvcek„p"fg"rtq{gevqu"fg"qdtcu"fg"eqorg-
tencia de las entidades locales

1. La tramitación de los proyectos de obras 
de competencia de las entidades locales debe 
sujetarse al procedimiento establecido por la 
legislación sobre régimen local, con las espe-
ekÝekfcfgu"fgn"rtgugpvg"ctv‡ewnq0

2. Simultáneamente al trámite de informa-
ción pública, las entidades locales deben dar 
audiencia sobre el proyecto a los departamentos 
de la Generalidad y al resto de administraciones 
cuyas competencias tengan incidencia en el ob-
jeto del proyecto. El informe de respuesta debe 
emitirse en el plazo de diez días, salvo que una 
disposición establezca un plazo más largo.

Artículo 21
Vtƒokvg"gurge‡Ýeq"rctc"fgvgtokpcfcu"qdtcu"
públicas

1. Los siguientes proyectos de obras de com-
rgvgpekc"fg"nc"Igpgtcnkfcf"{"uwu"oqfkÝecekqpgu"
deben ser objeto de una auditoría técnica:

a) Obras de túneles en zona urbana.
b) Obras de túneles que por su especial com-

rnglkfcf"q"fkÝewnvcf"vfiepkec"nq"tgswkgtcp0
c) Grandes obras que por su especial comple-

lkfcf"q"fkÝewnvcf"vfiepkec"nq"tgswkgtcp0
2. La auditoría técnica debe llevarse a cabo 

previamente al trámite de supervisión y debe ser 
encargada por el promotor de la obra.

Artículo 22
Tguqnwek„p
30" Nc"vtcokvcek„p"Ýpcnk¦c"eqp"nc"tguqnwek„p"

adoptada por el promotor. Dicha resolución pu-
gfg"ugt"fg"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"{"eqortgpfgt"
la totalidad del proyecto o bien una parte. La 
resolución también puede dejar sin efecto la 
tramitación del expediente o de parte de este, o 
bien puede acordar la suspensión, total o parcial, 
de la tramitación.

2. En la resolución pueden introducirse las 
prescripciones técnicas, sociales y territoriales 
que se consideren necesarias y las prescripciones 
medioambientales que se determinen en la decla-
ración de impacto ambiental, si procede.

3. La resolución debe ser notificada a las 
administraciones afectadas y a todas las per-
sonas interesadas en el procedimiento, en los 
términos establecidos por la legislación sobre 
procedimiento administrativo.
60" Uk"nc"tguqnwek„p"gu"fg"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"

del proyecto, debe efectuarse el replanteo de 
la obra y esta puede contratarse y ejecutarse, 

si procede, de acuerdo con lo dispuesto por la 
legislación sobre contratación pública.

5. En caso de que, de conformidad con lo 
establecido por la legislación sobre contratación 
pública, se contraten conjuntamente el proyecto 
y la obra, puede contratarse la ejecución de la 
obra previamente a la elaboración, tramitación, 
supervisión y aprobación del proyecto. En cual-
quier caso, es preciso el estudio informativo o 
anteproyecto aprobado o un documento similar, 
y solo pueden redactarse bases técnicas a las que 
fgdg"clwuvctug"gn"rtq{gevq"uk"rqt"ecwucu"lwuvkÝ-
cadas es conveniente para el interés público.
80" Nc"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"fgn"rtq{gevq"uw-

pone la declaración de obra de utilidad pública 
o de interés social a efectos de la expropiación 
forzosa de los bienes y derechos que resulten 
afectados.

Artículo 23
OqfkÝecek„p"fg"nqu"rtq{gevqu

1. Una vez aprobado el proyecto por parte 
fgn"rtqoqvqt"fg"nc"qdtc."uqnq"rwgfg"oqfkÝectug"
por razones de interés público debidamente 
lwuvkÝecfcu"gp"gn"gzrgfkgpvg0
40" Nc"pgegukfcf"q"eqpxgpkgpekc"fg"oqfkÝect"

el proyecto debe ser estimada expresamente por 
el promotor, que debe autorizarla y, si procede, 
dar instrucciones al gestor sobre el sentido y los 
qdlgvkxqu"fg"nc"oqfkÝecek„p"swg"ug"rtgvgpfg"{"
sobre los trámites necesarios para hacerla efecti-
xc."wpc"xg¦"jc{c"ukfq"crtqdcfc"fgÝpkvkxcogpvg"
por el promotor.
50" Ewcnswkgt"oqfkÝecek„p"fg"wp"rtq{gevq"

requiere la previa redacción del correspondiente 
proyecto por un proyectista o una proyectista, 
bajo el control del promotor o, si procede, del 
gestor, salvo en las excepciones determinadas 
por la legislación sobre contratación pública o 
por la legislación sectorial. Este proyecto de 
oqfkÝecek„p"fgdg"eqpvgpgt"nqu"fqewogpvqu"
establecidos por el artículo 18.

4. El proyecto de modificación debe ser 
aprobado técnicamente por el promotor de la 
obra, una vez emitido el preceptivo informe 
de supervisión.
70" Uk"nc"oqfkÝecek„p"uwrqpg"wp"ecodkq"uwu-

tancial en el trazado o en la localización de la 
obra o un cambio sustantivo de las opciones con-
tenidas en el estudio informativo o anteproyecto, 
previamente a su aprobación es precisa la modi-
Ýecek„p"fgn"guvwfkq"kphqtocvkxq"q"cpvgrtq{gevq"
en los términos establecidos por el artículo 15, 
excepto en los casos en que la legislación sec-
torial lo determine de otro modo.

6. Si la modificación supone un cambio 
uwuvcpekcn"fg"ncu"fgÝpkekqpgu"eqpvgpkfcu"gp"gn"
proyecto, de las opciones constructivas o las 
condiciones de seguridad de la obra, el proyecto 
debe sujetarse al trámite de información pública 
y audiencia establecido por el artículo 19.5 y al 
trámite de evaluación de impacto ambiental, 
en caso de que sea preceptivo de conformidad 
con la legislación sectorial o medioambiental 
de aplicación.

7. El promotor, en cualquier caso, debe adop-
tar la correspondiente resolución de conformidad 
eqp"nc"oqfkÝecek„p0"Guvc"tguqnwek„p"rwgfg"ugt"
fg"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"{"eqortgpfgt"vqfc"nc"
oqfkÝecek„p"q"dkgp"wpc"rctvg0"Nc"tguqnwek„p"
también puede dejar sin efecto la tramitación 
del expediente o parte del mismo, o bien puede 
acordarse la suspensión total o parcial de la 
tramitación.
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:0" Nc"tguqnwek„p"fgdg"pqvkÝectug"c"ncu"cfok-
nistraciones y a todas las personas interesadas 
en el procedimiento, en los términos estable-
cidos por la legislación sobre procedimiento 
administrativo.

9. Las disposiciones de los apartados 1 a 8 
son de aplicación sin perjuicio del régimen cor-
tgurqpfkgpvg"c"nc"oqfkÝecek„p"fg"nqu"eqpvtcvqu"
establecidos por la legislación sobre contratación 
pública.

SECCIÓN 4
Disposiciones comunes

Artículo 24
Uwrgtxkuk„p
30" Nc"uwrgtxkuk„p"eqpukuvg"gp"xgtkÝect"swg"gn"

estudio informativo o anteproyecto y el proyecto 
y sus modificaciones han sido realizados de 
conformidad con las disposiciones generales 
y la normativa técnica de aplicación, que cum-
plen todos los requisitos y objetivos exigibles, 
así como que contienen los documentos a que 
ug"tgÝgtgp"nqu"ctv‡ewnqu"32"{"3:0"Vcodkfip"fgdg"
analizarse si la obra cumple la función para la 
que ha sido proyectada y si incorpora el estudio 
de seguridad y salud en el trabajo o, si proce-
de, el estudio básico de seguridad y salud en 
el trabajo.

2. El trámite de supervisión del estudio in-
formativo o anteproyecto y del proyecto y sus 
modificaciones debe realizarse en los casos 
establecidos por la legislación sectorial y siempre 
que el importe sea igual o superior a trescientos 
mil euros, o si se trata de trabajos que afectan 
la estabilidad, seguridad o estanquidad de la 
obra. También es preceptivo el informe de su-
pervisión si se admiten variantes propuestas por 
el posible adjudicatario al proyecto aprobado 
por la Administración, independientemente de 
la cuantía del contrato.

3. En caso de obras subterráneas, debe re-
alizarse la expresa supervisión de los estudios 
geológicos y geotécnicos, y el informe de super-
visión debe analizar expresamente la relación de 
estos con las opciones y soluciones de trazado 
y constructivas propuestas.

Artículo 25
ïticpqu"fg"uwrgtxkuk„p"fg"rtq{gevqu

1. La supervisión de los proyectos es una 
función reservada exclusivamente al promo-
vqt"fg"nc"qdtc."swg"fgdg"fkurqpgt"fg"qÝekpcu"
q"wpkfcfgu"fguvkpcfcu"c"fkejc"Ýpcnkfcf0"Ncu"
qÝekpcu"q"wpkfcfgu"fg"uwrgtxkuk„p"fg"rtq{gevqu"
c"ncu"swg"ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"70i son las únicas 
competentes para la emisión de los informes 
de supervisión.

 2. Los departamentos de la Generalidad o los 
organismos o empresas públicas de la Generali-
dad, si actúan como promotor y no disponen de 
qÝekpcu"q"wpkfcfgu"fg"uwrgtxkuk„p"fg"rtq{gevqu."
por el escaso volumen o importancia de las obras 
a ejecutar, deben encargar la elaboración de los 
informes de supervisión a los departamentos más 
idóneos dada la naturaleza de las obras.

3. Las entidades locales que no dispongan de 
qÝekpcu"q"wpkfcfgu"fg"uwrgtxkuk„p"fg"rtq{gevqu"
pueden encargar la elaboración de los informes 
de supervisión a otras administraciones públicas, 
en los términos y condiciones establecidos por 
la legislación sobre régimen local.

4. Los proyectistas tienen la obligación de 
hceknkvct"c"nc"qÝekpc"q"wpkfcf"fg"uwrgtxkuk„p"

toda la documentación y los testimonios y acla-
raciones que esta les solicite para poder ejercer 
su tarea.

5. Si en el informe de supervisión se hacen 
constar deficiencias, carencias o errores del 
estudio o anteproyecto o del proyecto super-
visado, este debe ser retornado al proyectista 
o la proyectista para su corrección o enmienda 
y, posteriormente, debe someterse a un nuevo 
trámite de supervisión.

6. La supervisión favorable no exime de la 
responsabilidad que corresponde al proyectista 
o la proyectista por la autoría del estudio o el 
rtq{gevq."gp"ecuq"fg"fgÝekgpekcu."ectgpekcu"q"
errores cometidos en su trabajo, en los términos 
establecidos por la legislación de aplicación.

Artículo 26
Uwrgtxkuk„p"eqpvkpwc

1. En los proyectos de obras de túneles en zona 
urbana y otros túneles o grandes obras que por 
uw"gurgekcn"eqornglkfcf"q"fkÝewnvcf"vfiepkec"nq"
requieren, o en los supuestos en que así lo acuerde 
el promotor, puede haber una supervisión conti-
nua de un responsable o una responsable técnico 
integrado en la estructura orgánica del promotor 
durante el proceso de redacción del estudio infor-
mativo o anteproyecto y del proyecto.

2. La supervisión continua del proceso de 
redacción del estudio informativo o anteproyecto 
o del proyecto no exime de la emisión del infor-
me de supervisión establecido por el artículo 25. 
En dicho caso, el informe de supervisión debe 
elaborarse a partir de las soluciones propuestas 
por el estudio informativo o anteproyecto o el 
proyecto a partir de esta supervisión continua.

Artículo 27
Auditoría técnica

1. El trámite de auditoría técnica a que se 
tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"43"fgdg"tgcnk¦ctug"rqt"rctvg"
fg"wpc"qÝekpc"vfiepkec"gzvgtpc"cn"rtqoqvqt"{"
al gestor de la obra, totalmente independiente 
de los autores del estudio o anteproyecto y del 
proyecto y de las personas responsables de su 
uwrgtxkuk„p0"Guvc"qÝekpc"fgdg"ugt"ugngeekqpcfc."
designada o contratada por el promotor.

2. La auditoría técnica debe comprobar la ido-
pgkfcf"{"uwÝekgpekc"fg"nqu"vtcdclqu"{"rtqegfkokgp-
tos seguidos en la elaboración, el rigor de los datos 
y los análisis y la coherencia de unos y otros con las 
soluciones propuestas. En caso de obras de túneles, 
la auditoría técnica debe incluir un análisis sepa-
rado de los estudios geológicos y geotécnicos del 
proyecto y de la relación de estos con las distintas 
soluciones constructivas propuestas.

3. Los profesionales, funcionarios y empresas 
que han intervenido en la redacción del estudio 
informativo o anteproyecto y del proyecto de-
ben proporcionar a los auditores técnicos toda 
la información y documentación y todos los 
testimonios y aclaraciones que les soliciten para 
la realización de la auditoría técnica.
60" Uk"nc"cwfkvqt‡c"vfiepkec"fgvgevc"fgÝekgpekcu."

carencias o errores en el proyecto, este debe 
ser corregido y ha de someterse a una nueva 
auditoría. El proyecto que haya sido sometido a 
la auditoría técnica solo puede ser aprobado en 
caso de que esta haya sido favorable.
70" Uk"gn"rtq{gevkuvc"q"nc"rtq{gevkuvc"ocpkÝguvc"

la disconformidad respecto a las observaciones, 
fgÝekgpekcu."ectgpekcu"q"gttqtgu"swg"ug"hqtowngp"
en el trámite de auditoría técnica, la resolución 
corresponde al Consejo Asesor de Túneles y 

Otras Obras Singulares en caso de obras de 
túneles, y al promotor, en el del resto de obras.

Artículo 28
Cfgewcek„p"cn"qtfgpcokgpvq"wtdcp‡uvkeq

1. Si el trazado o la obra proyectada no se 
adecua al vigente planeamiento urbanístico, pre-
xkcogpvg"c"nc"crtqdcek„p"fgÝpkvkxc"fgn"rtq{gevq"
fgdg"oqfkÝectug"gn"rncpgcokgpvq"wtdcp‡uvkeq."
salvo en los casos en que la legislación sectorial 
establezca otra regulación.

2. En las obras promovidas por la Adminis-
tración de la Generalidad o por alguno de sus 
organismos, entidades y empresas públicas, si la 
gpvkfcf"nqecn"ocpkÝguvc"uw"fkueqphqtokfcf"eqp"
el planeamiento urbanístico en vigor, por razones 
de urgencia o de interés público excepcional, 
puede aplicarse el procedimiento establecido por 
el artículo 182 del Texto refundido de la Ley de 
urbanismo aprobado por el Decreto legislativo 
1/2005, de 26 de julio.

Artículo 29
Licencia o trámite de control preventivo mu-
nicipal

Los proyectos de obras requieren la licencia 
o el control preventivo municipal que, de acuer-
do con la legislación sectorial de aplicación, la 
sustituye en los casos establecidos por la legis-
lación urbanística, salvo que dicho trámite sea 
dispensado por una legislación sectorial.

CAPÍTULO IV
Normas complementarias al régimen de con-
vtcvcek„p

Artículo 30
Tfiikogp"fg"eqpvtcvcek„p

Los agentes incluidos en el ámbito de apli-
cación de la presente ley deben contratar las 
obras públicas y los servicios relacionados con 
estas en los términos y condiciones establecidos 
por la legislación sobre contratación pública, 
con las particularidades determinadas por la 
presente ley.

Artículo 31
ïticpqu"fg"eqpvtcvcek„p

1. Los consejeros, en el ámbito de las com-
petencias de su respectivo departamento, son 
los órganos de contratación de la Administra-
ek„p"fg"nc"Igpgtcnkfcf"gp"nq"swg"ug"tgÝgtg"c"nqu"
contratos para la ejecución de obras públicas, 
independientemente de la forma de retribución, 
y de los contratos de servicios relacionados con 
la ejecución de obras. No obstante, la adjudica-
ción de los contratos menores corresponde a los 
secretarios generales.

2. Los órganos de contratación de los organis-
mos, entidades y empresas públicas dependientes 
de la Administración de la Generalidad son las 
personas que ejercen su representación legal, 
salvo que los estatutos, normas o convenios 
que regulan su funcionamiento atribuyan esta 
condición a otro órgano. Los consejeros de los 
departamentos a los que estén adscritos dichos 
organismos, entidades y empresas públicas de-
dgp"Ýlct."ogfkcpvg"nc"eqttgurqpfkgpvg"qtfgp."
la cuantía a partir de la cual deben autorizar la 
suscripción de contratos.

3. Los órganos de contratación de las entida-
des locales y sus organismos, entidades y empre-
sas públicas dependientes son determinados por 
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la legislación sobre régimen local y la legislación 
sobre contratación administrativa.

Artículo 32
Oguc"fg"eqpvtcvcek„p

1. El órgano de contratación para la adjudi-
cación de los contratos debe ser asistido por una 
mesa de contratación, salvo en los casos en que 
no sea necesario, de acuerdo con lo dispuesto por 
la legislación sobre contratación pública.

2. La mesa de contratación es el órgano com-
petente para la valoración de la capacidad y 
aptitud de los licitadores y de sus ofertas y para 
la formulación de la propuesta de adjudicación 
al órgano de contratación.

3. En lo referente a la composición de la mesa 
de contratación deben tenerse en cuenta los 
siguientes criterios:

a) El promotor de la obra siempre debe tener 
representación si el gestor realiza la contratación. 
Guvc"tgrtgugpvcek„p"fgdg"ecnkÝectug"{"cfgewctug"
al objeto del contrato.

b) Lo establecido por la letra a no es de apli-
cación en caso de que el órgano de contratación 
sea un órgano colegiado del que forme parte el 
promotor.

c) Debe ser adecuada, globalmente, a la espe-
cialización que requiere el objeto del contrato. A 
tal efecto, debe garantizarse la presencia de, al 
menos, una persona experta, vinculada al gestor 
o al promotor, o bien externa, con la especializa-
ción e idoneidad acreditadas en relación con el 
objeto del contrato.

d) Previamente al inicio de las actuaciones 
que tiene encomendadas, es preciso dar conoci-
miento público de ello, mediante la inclusión de 
esta información en el pliego de cláusulas admi-
nistrativas particulares o documento equivalente, 
en el correspondiente anuncio o en ambos. Esta 
medida no es de aplicación si se ha nombrado 
una mesa de contratación con carácter general 
para una pluralidad de contratos y ha sido objeto 
de publicación.

e) Debe informarse a la Intervención Gene-
ral de la Generalidad de la convocatoria de las 
mesas, a efectos de la designación de un repre-
sentante o una representante si es preceptiva 
su asistencia o, en caso de que no lo sea, si se 
estima conveniente. Dicha representación en 
ningún caso puede recaer en personas adscritas 
a la entidad gestora de la contratación.

4. Las entidades locales que no disponen de 
ogfkqu"uwÝekgpvgu"rctc"pqodtct"wpc"oguc"fg"
contratación pueden solicitar la colaboración de 
otras administraciones públicas en los términos 
y condiciones establecidos por la legislación 
sobre régimen local.

Artículo 33
Requisitos de los contratistas

1. Las empresas licitadoras en los procedi-
mientos de contratación deben tener plena ca-
pacidad de obrar, no pueden incurrir en ninguna 
prohibición para contratar y deben cumplir todos 
los requisitos de capacidad y solvencia exigidos 
por la legislación sobre contratación pública y, 
en los casos en que así lo exija dicha normativa, 
fgdgp"guvct"fgdkfcogpvg"encukÝecfcu0"Cukokuoq."
deben cumplir los requisitos establecidos por la 
legislación sobre subcontratación en el sector de 
la construcción.

2. El pliego de cláusulas administrativas 
particulares o documento equivalente debe 
incluir, en cualquier caso, la indicación de los 

niveles mínimos de solvencia adecuados para 
cada ejecución contractual.

Artículo 34
Uniones temporales de empresas

1. Las uniones temporales de empresas, 
además de cumplir los requisitos establecidos por 
la legislación sobre contratación pública, deben 
presentar, en el momento de acreditar su capa-
cidad y solvencia, la memoria establecida por la 
legislación reguladora de las uniones temporales 
de empresas, en la que debe indicarse los medios 
concretos que cada una de las empresas prevé 
destinar, si procede, a la ejecución del contrato. 
Cukokuoq."gp"nc"ogoqtkc"fgdgp"gurgekÝectug"
las razones económicas, empresariales o de es-
rgekcnk¦cek„p"vfiepkec"q"vgepqn„ikec"lwuvkÝecvkxcu"
de la constitución de la unión.

2. Los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares deben determinar, en función de las 
características de las obras, los efectos derivados 
de la falta de presentación de la memoria a que se 
tgÝgtg"gn"crctvcfq"30"Gp"nqu"ecuqu"fgdkfcogpvg"
lwuvkÝecfqu."rwgfg"ceqtfctug"nc"kpcfokuk„p"fg"
las ofertas presentadas.

3. Corresponde al director o directora de la 
obra el control del mantenimiento de los niveles 
de solvencia técnica, de conformidad con lo dis-
puesto por el presente artículo y por la restante 
legislación de aplicación.

Artículo 35
Uwdeqpvtcvcek„p

1. En los contratos para la ejecución de obras 
públicas y en los de servicios relacionados, los 
contratistas deben acreditar ante el órgano de 
contratación que los subcontratistas cumplen 
lo establecido por la legislación de aplicación. 
Asimismo, los subcontratistas no pueden incurrir 
en ninguna prohibición para contratar.

2. Los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares o documento equivalente de las con-
trataciones para la ejecución de obras públicas 
pueden determinar que en las proposiciones de 
los licitadores se tenga que indicar, si procede, 
la parte o partes de la obra que serán objeto 
de subcontratación, y las condiciones en que 
se establezca. En este caso, en los términos y 
condiciones establecidos por la legislación sobre 
contratación pública, el contratista principal 
puede ser dispensado de la acreditación de la cla-
ukÝecek„p"gp"gn"itwrq."nqu"uwditwrqu."q"gn"itwrq"
y los subgrupos correspondientes a la prestación 
o actividad objeto de subcontratación.

3. En caso de que se haya comunicado la sub-
contratación al órgano de contratación una vez 
adjudicado el contrato, este tiene la potestad de 
vetarla, mediante resolución motivada, en los 
términos y condiciones establecidos por la legisla-
ción sobre contratación administrativa, si estima 
que contraviene las normas de aplicación a la 
subcontratación en el ámbito de las obras públicas 
y las disposiciones del presente artículo.
60" Cn"Ýpcnk¦ct"nc"qdtc."gn"eqpvtcvkuvc"fgdg"

informar al órgano de contratación de los ser-
vicios prestados por los subcontratistas para 
que dicha información quede reflejada en la 
ogoqtkc"Ýpcn0

Artículo 36
Tgikuvtq"fg"dwgpcu"rtƒevkecu"gp"nc"glgewek„p"
de obras de Cataluña
30" Eqp"kpfgrgpfgpekc"fg"nqu"tgikuvtqu"qÝekcngu"

determinados por la legislación sobre contra-

tación pública, el departamento competente en 
materia de obras públicas, en colaboración con 
las asociaciones representativas de las entidades 
locales y las organizaciones representativas 
de los profesionales y las empresas del sector, 
debe crear y gestionar un registro en que han 
fg"kpuetkdktug."uk"rtqegfg."ncu"egtvkÝecekqpgu"fg"
buena ejecución de las obras realizadas por las 
empresas contratistas.

2. En el registro de buenas prácticas en la 
ejecución de obras de Cataluña, que debe estruc-
turarse en dos secciones, una de empresas cons-
tructoras y otra de consultoras y profesionales, 
deben inscribirse los datos que le proporcionan 
las administraciones catalanas y las empresas 
y profesionales del sector sobre la experiencia 
que vayan acumulando en la ejecución de sus 
contratos con la Administración. En el registro 
debe hacerse constar la fuente de donde provi-
enen los datos.

3. El funcionamiento, la estructura y los datos 
fgn"tgikuvtq"fgdgp"eqpÝiwtctug"fg"eqphqtokfcf"
con los criterios de publicidad registral y accesi-
bilidad en línea, por medios telemáticos.
60" Nc"kpuetkrek„p"fg"ncu"egtvkÝecekqpgu"gp"

el registro acredita la correcta ejecución de los 
contratos.

Artículo 37
Ugngeek„p"fg"nqu"eqpvtcvkuvcu"{"nqu"rtqegfkok-
gpvqu"fg"cflwfkecek„p

1. Los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares o documento equivalente deben 
determinar de forma motivada el procedimiento 
de adjudicación de cada contrato, si procede, y 
fgdgp"Ýlct"nqu"etkvgtkqu"fg"xcnqtcek„p"gp"swg"jc"
de basarse la elección de la oferta adjudicataria 
y la ponderación que se les otorga, de confor-
midad con la presente ley y la legislación sobre 
contratación pública. Estos documentos también 
tienen que detallar, si procede, los ámbitos, ca-
racterísticas y condiciones para la presentación 
de variantes, que pueden consistir, entre otros, 
en mejoras relativas a la constructibilidad, se-
iwtkfcf"{"Ýcdknkfcf"swg"rwgfcp"eqorngvct"q"
perfeccionar los documentos del proyecto.

2. Los procedimientos de adjudicación de los 
contratos son los establecidos por la legislación 
sobre contratación pública.

3. El procedimiento restringido puede ser 
establecido por el órgano de contratación como 
el procedimiento ordinario para contratar la 
ejecución de obras públicas de gran complejidad 
q"fkÝewnvcf"vfiepkec"q"ncu"fg"rtguwrwguvq"uwrgtkqt"
a diez millones de euros.

4. En las contrataciones de ejecución de obras 
en que, independientemente de su presupuesto, 
se estime que son especialmente importantes las 
características técnicas, también puede estable-
cerse, en los pliegos de cláusulas administrati-
vas particulares o documento equivalente, un 
sistema de valoración de los criterios técnicos 
previo a la valoración de las ofertas económicas. 
La valoración de estos criterios técnicos, por 
aplicación de determinados umbrales mínimos 
de calidad, tiene como resultado que queden 
fuera de la licitación las proposiciones que se 
guvkogp"vfiepkecogpvg"kpuwÝekgpvgu0
70" Gn"ukuvgoc"fg"xcnqtcek„p"c"swg"ug"tgÝgtg"

el apartado 4 también puede establecerse en los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares 
o documento equivalente de los contratos que 
tienen por objeto la redacción de estudios infor-
mativos y proyectos o la dirección de obras.
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Artículo 38
Xcnqtcek„p"fg"ncu"qhgtvcu

1. El órgano de contratación es el responsa-
ble de garantizar la máxima transparencia del 
proceso de adjudicación.

2. Las admisiones y exclusiones, los aspectos 
técnicos de las ofertas, la aplicación por parte 
de la mesa de contratación de los criterios de 
valoración de las ofertas, la propuesta de ad-
judicación del contrato por parte de la mesa 
y la adjudicación deben resolverse de forma 
motivada, detallada, comparada, razonada y 
congruente, y por aplicación de los criterios 
de valoración previamente establecidos en los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares 
o documento equivalente.

3. Los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares o documento equivalente debe 
establecer fórmulas de determinación de las 
ofertas anormalmente bajas pero adecuadas 
a la legislación sobre contratación pública, en 
que se indiquen expresamente los criterios ob-
jetivos que tienen que determinar, si procede, 
la consideración de presunción como oferta 
anormalmente baja.

4. Para poder admitir a licitación las ofertas 
kpkekcnogpvg"ecnkÝecfcu"fg"cpqtocnogpvg"dclcu."
además de la tramitación establecida por la le-
gislación sobre contratación pública, quien las 
formula debe presentar un informe acreditativo 
de que la oferta económica no va en detrimento 
del escrupuloso cumplimiento de los requerimi-
entos técnicos y de seguridad del proyecto. Dicho 
informe debe ser expresamente aceptado por los 
servicios técnicos del gestor o el promotor.

Artículo 39
Publicidad y transparencia

1. Los órganos de contratación de obras pú-
blicas deben adoptar las medidas necesarias para 
asegurar la transparencia y publicidad de todo el 
proceso de contratación de su competencia. A tal 
Ýp."nqu"„ticpqu"fg"eqpvtcvcek„p"fg"qdtcu"r¿dnkecu"
de competencia de la Generalidad, además de 
nc"rwdnkecek„p"qÝekcn"fg"ncu"eqpxqecvqtkcu"{"fg"
la que resulte preceptiva de conformidad con la 
legislación sobre contratación pública y con la 
presente ley, deben ofrecer información com-
pleta, permanentemente actualizada y accesible, 
ogfkcpvg"gn"ukvkq"ygd"qÝekcn."uqdtg"ncu"ukiwkgpvgu"
cuestiones relativas a los contratos:

a) Las licitaciones convocadas, con especi-
Ýecek„p"fg"nc"eqpxqecvqtkc"{"fg"nc"lwuvkÝecek„p"
motivada del procedimiento de adjudicación ele-
gidos, de los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares o documento equivalente y de los 
pliegos de prescripciones técnicas particulares, 
de las ofertas presentadas y de las resoluciones 
motivadas sobre su admisión o exclusión y sobre 
nc"cflwfkecek„p"fgn"eqpvtcvq."eqp"gurgekÝecek„p"
de la puntuación obtenida por cada una de las 
empresas presentadas. En aplicación de la legis-
lación sobre propiedad intelectual o industrial, 
deben mantenerse reservados los datos de las 
ofertas que afectan al secreto técnico y comer-
cial, a la competencia y a la competitividad de 
las empresas.

b) Los datos básicos de ejecución de los 
contratos.
e+" Nc"kphqtocek„p"uqdtg"ncu"ogoqtkcu"Ýpcngu"{"

nqu"fqewogpvqu"c"swg"ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"6;0
d) La relación de los contratos formalizados, 

con indicación del objeto, el presupuesto inicial 
{"gn"equvg"Ýpcn"fg"ecfc"eqpvtcvq."fg"nc"hqtoc"{"fgn"

procedimiento de adjudicación y de las empresas 
o profesionales adjudicatarios.

2. Las resoluciones de adjudicación de los 
contratos sujetos a la presente ley siempre de-
ben incorporar la indicación de las puntuacio-
nes, totales y parciales, obtenidas por todas las 
empresas admitidas al procedimiento, en cada 
uno de los criterios de adjudicación. Dichas 
resoluciones deben ser objeto de comunicación, 
de acuerdo con lo dispuesto por la legislación 
sobre contratación administrativa.

CAPÍTULO V
Glgewek„p"fg"nc"qdtc

Artículo 40
Kphqtocek„p"c"nqu"ekwfcfcpqu"{"wuwctkqu

1. Previamente al inicio de las obras, de-
ben adoptarse las medidas para informar con 
uwÝekgpvg"cpvgncek„p"c"nqu"xgekpqu."c"nqu"wuwc-
rios potenciales y, en general, a los ciudadanos 
afectados sobre las obras a ejecutar, sobre el 
calendario de ejecución previsto y sobre las in-
cidencias y posibles afectaciones que provoquen 
las obras, en los términos establecidos por los 
pliegos de cláusulas administrativas particula-
res o documento equivalente. El promotor o, si 
procede, el gestor de la obra es el responsable 
de cumplir o de hacer cumplir dicho requisito 
a la empresa constructora.

2. El promotor o, si procede, el gestor de la 
obra debe determinar en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares o documento equi-
valente los medios a emplear para garantizar 
el cumplimiento de la obligación de informa-
ción, así como en los supuestos en que, dado 
el volumen u otras características de la obra, 
debe que habilitarse un servicio permanente 
de información a los ciudadanos sobre la evo-
lución de la obra. El coste de este servicio debe 
incorporarse al presupuesto del contrato como 
partida independiente.

Artículo 41
Ug‚cnk¦cek„p

1. El Gobierno, a propuesta del departamento 
competente en materia de obras públicas, sin per-
juicio de lo establecido por la legislación vigente 
gp"ocvgtkc"fg"vtƒÝeq."jc"fg"gncdqtct"nc"pqtocvkxc"
y los manuales de señalización de las obras con 
gn"Ýp"fg"ictcpvk¦ct"wpcu"eqpfkekqpgu"o‡pkocu"fg"
homogeneidad en la información sobre la ejecución 
de las obras, especialmente en la vía pública.

2. La empresa constructora de la obra es la 
responsable de señalizar las obras para indicar, 
entre otros, el acceso, la circulación de la zona 
afectada por los trabajos y los puntos de posi-
ble peligro, tanto en la zona de obras como en 
su entorno, de conformidad con las normas y 
criterios de señalización de aplicación.

Artículo 42
Obligaciones de la empresa constructora

Si el promotor o el gestor contrata con una 
empresa constructora la ejecución de las obras, a 
dicha empresa le corresponden las obligaciones 
que puedan derivarse de la legislación sobre 
contratación pública y las establecidas por los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares 
o documento equivalente, entre las que destacan 
las siguientes:

a) Ejecutar la obra de acuerdo con el proyecto 
aprobado y el contrato formalizado.

d+" Ewornkt"nqu"rnc¦qu"vqvcngu"{"rctekcngu"Ý-
jados por el programa de trabajo.

c) Aportar los recursos humanos y materiales 
necesarios para la ejecución de la obra.

d) Cumplir las órdenes e instrucciones que, 
en la interpretación técnica del contrato, le sean 
dadas por el director o directora de la obra.

e) Facilitar al director o directora de la obra, 
al promotor, al gestor, si procede, y a quien es-
tos encarguen el seguimiento y control de la 
misma, el acceso a toda la información, tanto 
documental como de campo, que le requieran 
en cualquier momento de la ejecución.

f) Conservar debidamente el libro de ór-
denes.

g) Llevar a cabo las actuaciones de señaliza-
ción y comunicación de las obras, y asumir su 
coste, en los términos establecidos por los pli-
egos de cláusulas administrativas particulares 
o documento equivalente.

h) Cumplir la totalidad de las obligaciones 
derivadas de la legislación laboral o de los con-
venios colectivos y, especialmente, las relativas 
a las normas de prevención y seguridad y salud 
en el trabajo.

i) Nombrar al delegado o delegada de la 
qdtc."gn"ewcn"fgdg"guvct"fgdkfcogpvg"ecnkÝecfq"
y poseer la titulación académica y profesional 
idónea. El nombramiento debe estar visado por 
el correspondiente colegio profesional, si así lo 
determina la legislación de aplicación.

Artículo 43
Fktgeek„p"fg"nc"qdtc

1. La dirección de la obra está a cargo de los 
técnicos debidamente designados o contratados a 
vcn"Ýp"rqt"gn"rtqoqvqt"q."uk"rtqegfg."rqt"gn"iguvqt."
lo cual debe realizarse previamente al inicio 
de la ejecución de las obras. El nombramiento 
debe estar visado por el correspondiente colegio 
profesional, si así lo determina la legislación 
de aplicación.

2. Corresponde a la dirección de la obra el 
ejercicio de las funciones conferidas por la le-
gislación de aplicación y, si se contratan profesi-
onales externos, además, también corresponden 
a estos las funciones establecidas por el contrato 
y, si procede, por los pliegos de cláusulas admi-
nistrativas particulares o documento equivalen-
te y por los pliegos de prescripciones técnicas 
particulares.

3. La dirección de la obra debe contar con 
los recursos humanos y materiales necesarios 
para el ejercicio de las funciones que le corres-
ponden de dirección, comprobación, vigilancia 
y control de la correcta ejecución de la obra en 
eqpfkekqpgu"ucvkuhcevqtkcu"fg"ugiwtkfcf."gÝek-
encia y calidad.

4. Las órdenes e instrucciones de la dirección 
de la obra deben darse por escrito y debe quedar 
constancia de ellas en el libro de órdenes, que 
no puede ser manipulable, y debe estar visado 
por el promotor o, si procede, por el gestor en 
la fecha de comprobación del replanteo. Las 
órdenes e instrucciones deben hallarse perma-
nentemente a disposición del promotor y del 
gestor, si procede.

Artículo 44
Eqpvtqn"{"ugiwkokgpvq"fg"nc"glgewek„p"fg"ncu"
obras

1. El promotor o, si procede, el gestor debe 
controlar la correcta ejecución de la obra, me-
fkcpvg"rgtuqpcn"rtqrkq."fgdkfcogpvg"ecnkÝecfq."
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bajo la dirección de un técnico o técnica que 
posea la titulación idónea y que cuente con los 
medios técnicos necesarios.

2. El promotor o, si procede, el gestor puede 
requerir a la dirección de la obra y a la empresa 
constructora toda la información que considere 
precisa, como por ejemplo los testigos y veri-
Ýecekqpgu"q"eqortqdcekqpgu"uqdtg"gn"vgttgpq0"
La dirección de la obra y la empresa construc-
tora deben atender a estos requerimientos, así 
como a los formulados por los responsables 
de efectuar las evaluaciones y controles a que 
ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"68"eqp"vqfc"egngtkfcf"{"
transparencia.

Artículo 45
Eqpvtqn"{"ugiwkokgpvq"fg"nc"glgewek„p"fg"qdtcu"
de túneles urbanos

1. El promotor de la obra debe designar a la 
persona responsable de efectuar el seguimien-
to permanente y el control de la ejecución de 
la obra, con excepción de las funciones que 
puedan reservarse sus órganos superiores o los 
ugtxkekqu"gurge‡Ýequ0"Uk"nc"qdtc"vkgpg"iguvqt."nc"
designación corresponde al gestor de común 
acuerdo con el promotor.

2. La persona responsable del seguimien-
to y control de la ejecución de la obra puede 
estar integrada en la estructura orgánica del 
promotor o del gestor, y debe estar dotada de 
nqu"uwÝekgpvgu"tgewtuqu"jwocpqu"{"ocvgtkcngu"
para el ejercicio de las funciones de seguimiento 
y control de la obra.

3. La dirección de la obra debe adoptar, con 
la frecuencia y el grado de detalle que considere 
oportunos y, como mínimo, los indicados por el 
proyecto y los ordenados por la persona responsable 
del seguimiento y control de la ejecución de la obra, 
las medidas de auscultación y control de conver-
gencias. La persona responsable del seguimiento 
{"eqpvtqn"fg"nc"glgewek„p"fg"nc"qdtc"fgdg"xgtkÝect"
la adopción de las medidas indicadas.

4. Durante la ejecución de la obra deben lle-
varse a cabo los estudios geológicos, geotécnicos 
y geométricos establecidos por la instrucción 
técnica regulada por el artículo 52.1.a.

5. Todas las personas que tienen atribuidas 
funciones de dirección y de seguimiento y con-
trol deben tener un conocimiento preciso y per-
manente del estado de ejecución de la obra.

6. El gestor debe facilitar permanentemente 
al promotor información precisa sobre la evo-
lución de la obra.

Artículo 46
Gxcnwcek„p"{"eqpvtqn"fg"ecnkfcf

1. El promotor o el gestor debe aplicar los 
protocolos y realizar los controles de calidad 
correspondientes en función del tipo de obra. 
Si quien realiza el control de calidad es el ges-
tor, este debe dar cuenta de ello al promotor 
de la obra.

2. El promotor o el gestor, siempre y cuando 
lo considere conveniente, puede encargar audito-
rías de evaluación de la calidad de la obra antes 
de formalizar su recepción. Las auditorías deben 
realizarse siempre y cuando se trate de alguna de 
ncu"qdtcu"c"swg"ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"43030

Artículo 47
Garantías y requisitos de seguridad y salud 
en el trabajo

1. El promotor y, si procede, el gestor de la 
obra deben adoptar y hacer adoptar todas las 

medidas que garanticen que la obra se ejecuta 
con plena garantía de las condiciones de segu-
ridad y salud en el trabajo, de conformidad con 
la legislación de aplicación. En cualquier caso, 
la empresa constructora, sin perjuicio de las 
responsabilidades que puedan corresponder a 
la dirección de la obra y a la coordinación de 
seguridad y salud en el trabajo durante la eje-
cución de la obra, es directamente responsable 
de la adopción de las necesarias medidas de 
seguridad para garantizar la integridad de las 
personas y los bienes que puedan verse afectados 
por la ejecución de la obra.

2. En los casos en que así lo establezca la 
legislación de aplicación en materia de seguri-
dad y salud en el trabajo, los proyectos de obra 
deben incorporar un estudio o estudio básico de 
seguridad y salud en el trabajo con el contenido 
establecido por dicha legislación y adecuado al 
proyecto concreto de obra de que se trate.

3. Las personas responsables de la coordina-
ción de seguridad y salud en el trabajo durante 
la ejecución de la obra deben ser designadas y, si 
procede, contratadas por el promotor o el gestor, 
previa e independientemente de la designación 
o contratación de la dirección de la obra y de la 
empresa constructora.

4. La empresa constructora debe cumplir 
las medidas de seguridad y salud en el trabajo, 
de conformidad con las instrucciones del co-
ordinador o coordinadora de seguridad y salud 
en el trabajo durante la ejecución de la obra y, 
si procede, del director o directora de la obra, 
y bajo el control del promotor o, si procede, 
del gestor.

Artículo 48
Glgewek„p"fg"oqfkÝecekqpgu"q"oglqtcu

1. Si, una vez adjudicada o iniciada la ejecu-
ción de la obra, el órgano de contratación, por 
iniciativa propia o a propuesta del director o 
directora de la obra o de la empresa constructora, 
por razones de interés público, considera conve-
pkgpvg"kpvtqfwekt"oqfkÝecekqpgu"gp"gn"eqpvtcvq."
antes de proceder a ello, además de cumplir lo 
establecido por la legislación sobre contrata-
ek„p"r¿dnkec."fgdg"rtqoqxgt"nc"oqfkÝecek„p"
del correspondiente estudio o proyecto, en los 
términos establecidos por la presente ley y por la 
legislación sectorial, excepto en los casos en que 
no sea requerido por aplicación de la legislación 
sobre contratación administrativa.

2. Si la tramitación de una modificación 
exige la suspensión temporal, total o parcial, 
de la ejecución de las obras, y si esta situación 
perjudica gravemente al interés público, el con-
sejero o consejera del departamento promotor 
de las obras puede acordar que estas se sigan 
ejecutando provisionalmente, de acuerdo con 
la propuesta del director o directora de la obra, 
siempre y cuando el importe máximo previsto no 
supere el veinte por ciento del precio primitivo 
fgn"eqpvtcvq"{"swg"gzkuvc"uwÝekgpvg"etfifkvq0"Gp"
dicho caso, el procedimiento debe contener los 
siguientes trámites:

a) La propuesta motivada del director o di-
rectora de la obra en la cual se hagan constar 
nqu"oqvkxqu"gp"swg"ug"hwpfc"nc"oqfkÝecek„p."
su importe aproximado y la descripción básica 
de las obras necesarias.

b) La audiencia del contratista.
c) La conformidad del órgano de contra-

tación.
f+" Gn"egtvkÝecfq"fg"gzkuvgpekc"fg"etfifkvq0

50" Uk"nc"oqfkÝecek„p"fgn"rtq{gevq"ug"fgtkxc"fg"
su replanteo sobre el terreno o de sus posibilidades 
de construcción, puede incorporarse al proyec-
vq"rgtocpgpvgogpvg"cevwcnk¦cfq"swg"tgÞglc"gn"
proyecto vivo de la obra, sin necesidad de ningún 
trámite de información pública o audiencia.

Artículo 49
Ogoqtkc"Ýpcn"uqdtg"nc"glgewek„p"{"gn"rtgekq"
de la obra

1. En caso de obras de importe superior a 
diez millones de euros o en las que determi-
ne el promotor, previamente a su recepción, la 
dirección de la obra y la empresa constructora 
deben presentar al promotor o, si procede, al 
iguvqt"wpc"ogoqtkc"Ýpcn"uqdtg"gn"fgucttqnnq"{"
la ejecución de la obra.

2. La memoria debe contener, como mínimo, 
los siguientes datos:
c+" Nc"gurgekÝecek„p"fgn"rtgekq"vqvcn"fgn"eqp-

trato.
b) Las incidencias destacables que se hayan 

producido en el desarrollo del contrato.
e+" Ncu"oqfkÝecekqpgu"fgn"eqpvtcvq."eqp"nc"

correspondiente motivación y las revisiones de 
precios propuestas y aprobadas.

d) Los servicios y actuaciones subcontrata-
dos, con indicación del precio pagado en cada 
caso.

3. Los departamentos, organismos, entidades 
o empresas públicas de la Generalidad han de 
fct"rwdnkekfcf"fg"nc"ogoqtkc"Ýpcn"fg"nc"qdtc"rqt"
ogfkq"fgn"ukvkq"ygd"qÝekcn."gp"swg"fgdg"rqfgt"
consultarse, como mínimo, desde la recepción 
y durante un año. También debe remitirse al 
registro que dispone el artículo 36.

4. El promotor o, si procede, el gestor debe 
elaborar un documento, basado en las memorias 
Ýpcngu"fg"qdtc"rtgugpvcfcu."uqdtg"gn"fgucttqnnq"
y la ejecución de las obras, en caso de que la 
obra haya sido objeto de diversos contratos. 
En las obras de competencia de la Generalidad 
debe darse publicidad a dicho documento por 
ogfkq"fgn"ukvkq"ygd"qÝekcn"fgn"fgrctvcogpvq."
organismo, entidad o empresa pública de la Ge-
neralidad que ha adjudicado los contratos, en los 
mismos términos y condiciones establecidos por 
el apartado 3 para la memoria.

Artículo 50
Responsabilidad de los profesionales y las 
empresas

1. Los redactores de los estudios informativos 
o anteproyectos, de los proyectos de los estudios 
fg"eqpvgpkfq"gurge‡Ýeq"swg"fgdgp"kpeqtrqtctug"q"
que forman parte de los mismos y la dirección de 
las obras responden de la calidad técnica de los 
trabajos y de los daños y perjuicios que durante 
la ejecución o la explotación de la obra puedan 
causarse, tanto al promotor como a terceros, por 
defectos, errores, omisiones, métodos inadecu-
cfqu"q"eqpenwukqpgu"kpeqttgevcu."fgÝekgpekcu."
kpewornkokgpvqu"q"kpuwÝekgpekcu"swg"ngu"ugcp"
imputables.

2. La empresa constructora responde de la 
correcta ejecución de las obras de conformidad 
con el proyecto aprobado y con las condiciones 
establecidas por el pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares.

3. Los contratos deben estipular, de con-
formidad con lo establecido por la legislación 
sobre contratación pública y por la presente ley, 
los términos en que pueden exigirse responsa-
bilidades. Los contratos deben exigir que se 
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suscriba una póliza de seguros que cubra estas 
responsabilidades.

Artículo 51
Publicidad de la actividad contractual de los 
promotores y gestores

Las memorias anuales de los departamentos 
y los organismos, entidades y empresas públicas 
de la Generalidad que adjudican contratos de 
ejecución de obras o contratos de redacción 
de estudios y proyectos en relación con obras 
r¿dnkecu"fgdgp"kpenwkt"wp"ecr‡vwnq"gurge‡Ýeq"
que contenga información detallada sobre los 
contratos adjudicados; las formas y procedi-
mientos de adjudicación; los adjudicatarios; 
las tareas de seguimiento, supervisión, control 
y, si procede, auditoría técnica realizadas, y las 
incidencias que se hayan detectado.

CAPÍTULO VI
Qticpk¦cek„p"cfokpkuvtcvkxc

Artículo 52
El Consejo Asesor de Túneles y Otras Obras 
Singulares

1. El departamento competente en materia 
de obras públicas debe constituir el Consejo 
Asesor de Túneles y Otras Obras Singulares, 
con las siguientes funciones:

a) Redactar una instrucción técnica, que debe 
ser aprobada por el departamento competente 
en materia de obras públicas, la cual ha de esta-
blecer los criterios metodológicos, los estudios 
geológicos y geotécnicos y demás requisitos 
que deben observarse para proyectar y llevar a 
cabo las distintas obras de túneles.

b) Resolver sobre la disconformidad que 
pueda plantear el proyectista o la proyectista 
tgurgevq"c"ncu"qdugtxcekqpgu."fgÝekgpekcu."ec-
rencias o errores que se formulen en la auditoría 
técnica.

c) Efectuar la evaluación de la calidad de 
la obra, de conformidad con el artículo 46.2, 
en cuanto a las obras de túneles y otras obras 
singulares, o participar en ella.

d) Proponer medidas de mejora de la seguri-
fcf"{"nc"kfqpgkfcf"fg"ncu"qdtcu"c"swg"ug"tgÝgtg"
el artículo 21.1.

e) Prestar apoyo a los departamentos, or-
ganismos, entidades y empresas públicas de 
la Generalidad que ejecuten las obras a que se 
tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"43030

f) El resto de funciones que le sean enco-
mendadas por el departamento competente en 
materia de obras públicas.

2. El Consejo Asesor de Túneles y Otras 
Obras Singulares ejerce sus funciones en rela-
ción con las obras de competencia de la Gene-
tcnkfcf"c"swg"ug"tgÝgtg"gn"ctv‡ewnq"43030"Uk"fkejcu"
obras son competencia de las entidades locales, 
la intervención del Consejo Asesor de Túneles 
y Otras Obras Singulares está condicionada a 
la previa solicitud de la entidad local.

3. El Consejo Asesor de Túneles y Otras 
Obras Singulares debe estar integrado, funda-
mentalmente, por personas expertas en la ma-
teria provenientes de los ámbitos universitario y 
profesional y, con el objeto de alcanzar la paridad 
de género, siempre y cuando sea posible debe 
tender a alcanzar una participación mínima del 
cincuenta por ciento de mujeres.

4. Los miembros del Consejo Asesor de Túne-
les y Otras Obras Singulares son designados por 

el consejero o consejera competente en materia 
de obras públicas.

Artículo 53
Ctdkvtclg"{"qvtcu"hqtocu"fg"tguqnwek„p"eqpxgp-
cional de incidencias

1. Las desavenencias sobre las incidencias de 
ectƒevgt"vfiepkeq"c"swg"ug"tgÝgtg"gn"crctvcfq"5"swg"
puedan surgir entre el promotor o, si procede, 
el gestor y la empresa constructora durante la 
ejecución de las obras se pueden someter, si así lo 
acuerdan las partes en el contrato, a la mediación, 
concordia o arbitraje de una tercera persona, 
también designada en el contrato, que puede ser 
una persona física o una corporación de derecho 
público que pueda ejercer estas funciones según 
sus normas reguladoras, o una asociación o 
entidad sin ánimo de lucro cuyos

estatutos determinen expresamente estas 
funciones.

2. Las personas que, efectivamente, deben 
cumplir las tareas de mediación, arbitraje o con-
ciliación deben ser expertas y tener la titulación 
universitaria idónea y un mínimo de quince años 
de experiencia profesional en el tipo de obra 
pública de que se trate.
50" Ncu"rgtuqpcu"c"swg"ug"tgÝgtg"gn"crctvcfq"4"

pueden dirimir, mientras dure la ejecución del 
contrato, cualquier diferencia de carácter técnico 
planteada entre las partes en la interpretación de las 
cláusulas técnicas o las previsiones del proyecto, y 
sobre la calidad de los materiales, las características 
vfiepkecu"swg"fgÝpgp"nc"qdtc"q"nqu"rtqeguqu"q"ncu"
soluciones constructivas empleados.

4. Los procedimientos de mediación, con-
cordia o arbitraje deben regirse por los princi-
rkqu"fg"egngtkfcf"{"gÝecekc"{"cukokuoq"rwgfgp"
resolver cuestiones técnicas planteadas a pie 
de obra, para su resolución con inmediatez y 
sobre el terreno.

5. Las intervenciones y decisiones de media-
ción, concordia o arbitraje se adoptan al margen 
de las plenas facultades de dirección, interpreta-
ción y resolución de los contratos que correspon-
den al promotor y, si procede, al gestor.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera
Cartografía

La redacción de los estudios informativos o 
anteproyectos y los proyectos debe basarse en 
nc"ectvqitch‡c"qÝekcn"gp"Ecvcnw‚c."fg"cewgtfq"
con lo establecido por la Ley 16/2005, de 27 de 
fkekgodtg."fg"nc"kphqtocek„p"igqitƒÝec"{"fgn"
Kpuvkvwvq"EctvqitƒÝeq"fg"Ecvcnw‚c0

Segunda
Kphqtocek„p"uqdtg"gn"uwgnq"{"gn"uwduwgnq

1. El Instituto Geológico de Cataluña ha de 
facilitar al promotor o, si procede, al gestor, la 
información de que disponga sobre el suelo y 
el subsuelo para la redacción de los estudios y 
proyectos de obras públicas y para la realización 
de los controles o auditorías técnicas.

2. El Instituto Geológico de Cataluña puede 
requerir a los promotores y gestores de obras 
públicas de la Generalidad los datos y muestras 
sobre el suelo y el subsuelo obtenidos en los estu-
dios, proyectos y obras que se lleven a cabo, con 
el objetivo de constituir y mantener el banco de 
datos y cualquier otro centro de documentación 
y archivo geológico.

Tercera
Kpeqtrqtcek„p"fg"nc"rgturgevkxc"fg"ifipgtq

1. En la aplicación y desarrollo de la presente 
ley debe incorporarse la perspectiva de género y, 
en consecuencia, debe garantizarse la promoción 
de la representación paritaria en la composición 
fg"nqu"„ticpqu"eqngikcfqu"c"swg"ug"tgÝgtg0

2. El impacto de las obras públicas tam-
bién debe evaluarse desde la perspectiva de 
género.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

1. Los estudios informativos o anteproyectos 
y los proyectos en tramitación en el momento 
de entrada en vigor de la presente ley deben 
adaptarse a la misma en cuanto a los trámites 
posteriores a su entrada en vigor.

2. Las disposiciones complementarias al régi-
men de contratación que la presente ley contiene 
no son de aplicación a los expedientes de contra-
tación ya iniciados en el momento de su entrada 
en vigor. Son expedientes de contratación inici-
ados los que ya tienen publicada la convocatoria 
del procedimiento de adjudicación del contrato. 
En caso de los procedimientos negociados, se 
entienden iniciados los que ya tienen aprobados 
los pliegos de cláusulas administrativas parti-
culares o documento equivalente.

3. Los preceptos relativos a la ejecución de la 
obra son de aplicación a los trámites posteriores a 
la fecha de entrada en vigor de la presente ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera
Desarrollo

Se autoriza al Gobierno y al consejero o con-
sejera competente en materia de obras públicas 
para adoptar las disposiciones necesarias para 
el desarrollo de la presente ley.

Segunda
Cevwcnk¦cek„p

Se faculta al consejero o consejera competente 
en materia de obras públicas para actualizar las 
ewcpv‡cu"c"swg"ug"tgÝgtg"nc"rtgugpvg"ng{0

Tercera
Entrada en vigor

La presente ley entra en vigor a los seis me-
ses de su publicación en el Fkctk"QÝekcn"fg"nc"
Generalitat de Catalunya, con excepción de los 
artículos que requieren un desarrollo posterior 
y del capítulo II, que entra en vigor en el ejer-
cicio presupuestario siguiente al de la fecha de 
publicación de la Ley.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a 
los que sea de aplicación esta Ley cooperen en su 
cumplimiento y que los tribunales y autoridades 
a los que corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 4 de julio de 2007

JOSÉ MONTILLA I AGUILERA

Presidente de la Generalidad de Cataluña

JOAQUIM NADAL I FARRERAS

Consejero de Política Territorial 
y Obras Públicas

(07.184.118)



Fkctk"QÝekcn"fg"nc"Igpgtcnkvcv"fg"Ecvcnwp{c""""""P¿o0"6;42"Î"80904229 22575

LEY
4/2007, del 4 de julio, de presupuestos de la 
Generalidad de Cataluña para 2007.

EL PRESIDENTE  
DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el 
Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que esta-
blece el artículo 65 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente

LEY

Preámbulo

Las nuevas exigencias de una sociedad cada 
vez más avanzada motivan e impulsan un cam-
bio de orientación para que el presupuesto se 
convierta en una verdadera herramienta de 
asignación, gestión y control de los recursos 
públicos.

En este sentido, los presupuestos de la Ge-
neralidad para 2007 quieren consolidar, como 
principios orientadores del proceso presupues-
vctkq."nc"vtcpurctgpekc."nc"gÝecekc"{"nc"gÝekgpekc0"
Ello conlleva que, siguiendo la línea iniciada en 
2006, se priorice la asignación de recursos por 
rtqitcocu."rctc"fct"tgngxcpekc"c"ncu"Ýpcnkfcfgu"
del gasto por encima de otros criterios de asig-
nación de recursos.

Cabe señalar que la elaboración de los presu-
puestos para el año 2007 ha estado condicionada 
por la situación de prórroga presupuestaria pro-
ducida durante los primeros meses de 2007, como 
consecuencia de la disolución del Parlamento y 
la convocatoria de elecciones, celebradas el día 
1 de noviembre de 2006.

También es relevante tener presente que los 
presupuestos para 2007 son los primeros que 
se elaboran en vigencia del nuevo Estatuto de 
autonomía de Cataluña, aprobado por la Ley 
orgánica 6/2006, de 19 de julio, y que el Estatuto 
dedica el capítulo II del título VI al presupuesto 
de la Generalidad.

Con respecto al entorno económico en que se 
enmarca la elaboración de los presupuestos para 
2007, los datos disponibles sobre la evolución 
fg"nc"geqpqo‡c"ecvcncpc"eqpÝtocp"swg"gn"tkvoq"
de crecimiento del producto interior bruto en 
Cataluña se mantiene elevado, y que es superior 
al del promedio de la zona euro.

En cuanto al mercado de trabajo, también se 
prevé que se mantenga la tendencia expansiva 
de 2006. Así, durante el año 2007 la creación 
de ocupación continuará y la tasa de paro se 
mantendrá por debajo del promedio de la zona 
euro, hasta alcanzar mínimos históricos.

Asimismo, la moderación de los precios del 
rgvt„ngq"hcxqtgeg"gn"fguegpuq"fg"nc"kpÞcek„p."{"
la demanda exterior también mejora, gracias a 
la reactivación de las exportaciones y la desa-
celeración de las importaciones.

Eqp"tgncek„p"cn"eqpvgzvq"Ýpcpekgtq."nqu"rtg-
supuestos para 2007 se enmarcan en las dispo-
siciones de la normativa vigente en materia de 
estabilidad presupuestaria y de los compromisos 
Ýpcpekgtqu"fgn"Rncp"fg"ucpgcokgpvq"4227/422:."
swg"vkgpg"eqoq"qdlgvkxq"tgfwekt"gn"ffiÝekv"fg"ncu"

Ýpcp¦cu"fg"nc"Igpgtcnkfcf"{"eqpugiwkt"rcwncvk-
namente un equilibrio presupuestario.

Los presupuestos para 2007 aprovechan este 
contexto económico favorable para profundizar 
en el desarrollo de unos servicios públicos de 
calidad y en la mejora de las condiciones que 
fomenten el dinamismo de la economía de Cata-
luña, en el marco de una política presupuestaria 
que se orienta hacia la transparencia de las cu-
gpvcu"r¿dnkecu"{"jcekc"nc"gÝecekc"{"nc"gÝekgpekc"
en la asignación de recursos. Todo ello, con 
una observancia especial al saneamiento de las 
Ýpcp¦cu"r¿dnkecu0

Una de las herramientas fundamentales en la 
presupuestación orientada a resultados es la pla-
pkÝecek„p"guvtcvfiikec."{c"swg"gp"gn"oqogpvq"gp"
que el presupuesto deja de ser solo un mecanismo 
anual de asignación incrementalista de recursos, 
es necesaria una herramienta que proporcione 
criterios y prioridades para asignar los recursos 
en un horizonte a medio plazo. Con los presupu-
estos para 2007 se profundiza en esta conexión 
gpvtg"rtguwrwguvq"{"rncpkÝecek„p"guvtcvfiikec."{"
se asignan los recursos a las principales áreas 
de actuación dentro de los tres ejes del Plan de 
Gobierno 2007-2010. El primero de estos ejes 
gira entorno de las políticas sociales para la 
mejora del bienestar; el segundo se centra en las 
administraciones y su gobierno, y el tercero pone 
énfasis en el impulso de una economía plena y 
dinámica en un territorio sostenible.

En este sentido, siguiendo la misma línea 
que los últimos años, la mejora del bienestar 
de las personas y la consecución de unos ser-
vicios públicos de calidad, sinónimo de una 
sociedad avanzada y cohesionada, constituyen 
los objetivos preferentes de estos presupuestos. 
Por ello, las políticas sociales son la primera 
gran prioridad de los presupuestos para 2007 
y a ellas se destina más de la mitad del total de 
los gastos.

Una administración eficaz y próxima a la 
ciudadanía requiere una colaboración adecu-
ada entre las diferentes administraciones y, en 
especial, las del ámbito local. Por este motivo, 
en los presupuestos para 2007 se fortalece la 
colaboración entre la Generalidad y los gobi-
ernos locales y, así, se consolidan espacios de 
coparticipación y codecisión, y se da continuidad 
a la política de incremento de recursos para los 
ayuntamientos.

De acuerdo con el camino que se ha seguido en 
los últimos años, una de las grandes prioridades 
de los presupuestos para 2007 es la mejora de 
las bases que fundamentan la competitividad 
de la economía catalana y que contribuyen a 
incrementar su capacidad de crecimiento. En 
este sentido, y en el marco del Acuerdo estra-
tégico para la internacionalización, la calidad 
de la ocupación y la competitividad de la eco-
nomía catalana, firmado el 16 de febrero de 
4227"{"tcvkÝecfq"gn"38"fg"hgdtgtq"fg"4229."gp"
estos presupuestos se priorizan las políticas 
con más incidencia sobre la productividad de 
la economía. Algunas de estas políticas son la 
internacionalización, el gasto en investigación, 
desarrollo e innovación, la inversión en capital 
humano y la inversión en infraestructuras, así 
como las medidas que contribuyen a mejorar 
el marco de relaciones laborales y la cohesión 
social. Todo ello, garantizando que este impulso 

de la actividad económica se realiza con criterios 
de sostenibilidad ambiental y asegurando un des-
arrollo territorial equilibrado y cohesionado.

Dentro del marco legal vigente, y en aplicación 
de las disposiciones y los mandatos establecidos, 
la Ley de presupuestos de la Generalidad de 
Cataluña para 2007 contiene las previsiones de 
ingresos y la aprobación de los gastos que deben 
efectuarse dentro del ejercicio presupuestario 
2007. Formalmente, el texto articulado consta 
de siete títulos, cuarenta y cinco disposiciones 
adicionales y seis disposiciones finales. Los 
siete títulos están dedicados, respectivamente, 
a la aprobación y el ámbito de aplicación de los 
rtguwrwguvqu"{"cn"tfiikogp"fg"ncu"oqfkÝecekq-
nes presupuestarias; a las normas sobre gestión 
presupuestaria y gasto público; a los gastos de 
rgtuqpcn="c"ncu"qrgtcekqpgu"Ýpcpekgtcu"{"ncu"
líneas de actuación del crédito público; a las 
normas tributarias; a la participación de los 
entes locales en los ingresos del Estado y de la 
Generalidad, y a las normas de gestión presupu-
estaria del Parlamento y de otras instituciones y 
organismos. Con las disposiciones adicionales 
se completa el marco jurídico presupuestario, y 
ncu"fkurqukekqpgu"Ýpcngu"eqpvkgpgp"ncu"pqtocu"
relativas a la prórroga de disposiciones y a la 
entrada en vigor de la Ley, además de una habi-
litación para efectuar las adaptaciones técnicas 
que sean necesarias como consecuencia de re-
organizaciones administrativas.

El título I está dedicado a la aprobación y 
el ámbito de aplicación de los presupuestos, a 
las vinculaciones de los créditos de gastos, al 
tfiikogp"fg"ncu"oqfkÝecekqpgu"rtguwrwguvctkcu"
y a la asignación a los diferentes órganos de las 
competencias de gestión en esta materia.

Del título II, relativo a las normas sobre ges-
tión presupuestaria y gasto público, cabe destacar 
especialmente la articulación de los mecanismos 
necesarios para evitar la adopción de acuerdos y 
de resoluciones que puedan incumplir las normas 
generales de limitación del aumento del gasto.

El título III, sobre gastos de personal, es-
tablece el ámbito de aplicación de las normas 
en esta materia y regula el incremento de las 
retribuciones del personal, la configuración 
de las pagas extraordinarias y el régimen retri-
butivo de las distintas clases de personal. Este 
título también limita el aumento de los gastos de 
personal y consolida las aportaciones a planes 
de pensiones de ocupación para el personal de 
la Generalidad.

Gn"v‡vwnq"KX."tgncvkxq"c"qrgtcekqpgu"Ýpcpek-
eras y líneas de actuación del crédito público, 
establece las autorizaciones sobre endeudami-
ento y avales para varios tipos de entidades y 
organismos, y también las distintas actuaciones 
de los instrumentos del crédito público de la 
Generalidad.

Las normas tributarias, establecidas en el 
título V, hacen referencia al gravamen de pro-
tección civil de Cataluña, al canon del agua y a 
la actualización de las tasas con tipo de cuantía 
Ýlc0

El título VI, dedicado a la participación de los 
entes locales en los ingresos del Estado y de la 
Generalidad, regula la distribución del Fondo de 
cooperación local de Cataluña, de acuerdo con 
wpqu"etkvgtkqu"dcucfqu"gp"ncu"gurgekÝekfcfgu"fg"
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